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CAUSA POR CORRUPCIÓN AGRAVADA Y OTROS 

c/ JOSÉ ANTONIO LOBO SOLERA Y OTROS. 

  Expediente nº  04-6835-647- PE . 

 

 

 

TRIBUNAL DE APELACIONES, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. 

SAN JOSÉ 

 

 

“No compartimos una noción tradicional del juez o de la 

jueza que funge como boca de la ley” (Justificación de 

sentencia condenatoria por la Jueza García Aguilar, 15 horas, cuarenta 

y cuatro minutos diez segundos del 27 de abril del año 2011) 

 

RECURSO DE APELACIÓN. 
 

 

El suscrito, en autos conocido como defensor del imputado Rodríguez 

Echeverría,  ante su autoridad y con el debido respeto manifiesto: 

 

De conformidad con la resolucionm de su autoridad y el transitorio III de la 

Ley 8837  “Ley de Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia”  (en adelante Ley 

de Apelaciones)  comparezco a formular la presente CONVERSIÓN en APELACIÓN del 

RECURSO DE CASACIÓN por la FORMA y por el FONDO, que formulamos en contra 

del VOTO DE MAYORÍA inserto en  la sentencia dictada por el Tribunal Penal del 
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Segundo Circuito Judicial de San José, NUMERO 167-2011, de las 15 horas del 27 de 

ABRIL del 2011, y en cuanto  por la misma se dicta SENTENCIA CONDENATORIA en  

contra de mi representado,  imponiéndome el tanto de CINCO AÑOS  de prisión (PENA 

MÁXIMA) por la presunta comisión del delito de CORRUPCIÓN AGRAVADA en grado de 

INSTIGADOR. 

 

El presente Recurso de Apelación lo interpongo en tiempo y forma de 

conformidad con lo dispuesto por el numeral 458  del Código Procesal Penal reformado 

por la precitada ley  recurro en contra de dicha  sentencia por existir  evidentes errores en 

la determinación de los Hechos, en la Incorporación y Valoración de la Prueba,  por 

resultar la fundamentación contraria al debido proceso imperante en materia penal y 

porque la fijación de la pena resulta no solo desproporcianada sino contraria a Derecho 

ya la realidad procesal derivada de la audiencia de debate que dà origen a dicha 

sentencia, al estimar como delictiva una conducta que resulta, a partir de los hechos que se 

han tenido como probados por la mayoría del tribunal,  absolutamente atípicos del delito 

por el que se impone  condena, haciendo desde ya la petición al honorable Tribunalk de 

Apelaciones  que proceda a declarar la ineficacia e invalidez de la  sentencia recurrida y 

se ordene la celebración de nuevos procedimientos en los que se de cumplimiento a la 

norma procesal, o dictando la sentencia absolutoria que corresponde a favor de mi 

representado, todo con fundamento en lo que paso a detallar. 

 

ANTECEDENTES. 

 

Que en relación a este recurso debo informar al Tribunal de Apelaciones, que 

al momento de la lectura integral de la sentencia cuestionada, el suscrito defensor, bajo las 

regals de ORALIDAD vigentes formuló RECURSO DE APELACIÓN ORAL en contra de 

dicha sentencia señalando los cuatro agravios anteriores y de manera escrita, en el plazo 

de seis días después de dictada se formularon de manera suscitna los AGRAVIOS  que 
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tenemos en contra de dicha resolución, de modo que para todo efecto solicitamos que 

dicha APELACIÓN ORAL y el memorial escrito de APELACIÓN formulado en los días 

siguientes aal dictado de la sentencia se tengan como PARTE INTEGRANTE  de este 

recurso. 

 

AGRAVIOS Y PRETENSIONES. 

 

A pesar de que interpuesto el recurso, de conformidad con el numeral 459 del 

Código de Rito, reformado por la “Ley de Apelaciones”, la tramitación del mismo supone 

el “examen integral del fallo” procedo de seguido a señalar en concreto los Agravios 

fundamentales y las Pretensiones concretas respecto de ellos. 

 

VIOLACIÓN DEL DEBIDO PROCESO EN LA FIJACIÓN DE LOS HECHOS. 

 

 La sentencia recurrida produce agravio a mi representado en tanto se le 

condena ilegalmente, pues tiene por presuntamente probado, Considerando III de la 

sentencia, que el imputado Lobo Solera (imputado con criterio de oportunidad) frente a la 

propuesta de corrupción realizada a él por funcionarios de la transnacional ALCATEL,  

“ACEPTÓ EN PRINCIPIO DICHA PROPUESTA”. (hecho probado 88) 

 

A pesar de lo anterior y de que en ese momento el imputado con criterio de 

oportunidad CONSUMA  el delito acusado, (el Diccionario de la Real Academia de la 

Lengua Española, señala que “en principio, locución advervial significa: “dícese de lo que 

se acepta o acoge en esencia, sin que haya entera conformidad en la forma o o los 

detalles”) afirma el voto de mayoría que mi representado incurre en INSTIGACIÓN pues 

en los hechos probados 91 y 92 se señala que presuntamente mi representado se reune con 

Lobo Solera, a instancia de este último, en su casa de habitación y alli Lobo le cuenta la 

propuesta ilícita a él realizada y aceptada (en principio) y que mi representado le pregunta  

cuanto dinero significaría (hecho probado 98), y que mi representado “aprobó” la 
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aceptación de la propuesta y determinó una relación porcentual de las utilidades 

ilícitas(hecho probado 92). 

 

Amén que como veremos en el siguiente agravio, esto se tienen por “probado” 

por el simple dicho de Lobo Solerado, lo que de por sí es ilegal, contrario al debido 

proceso y a la interpretación de la declaración del “imputado colaborador” tanto en 

nuestro derecho como en Europa (jurisprudencia del Tribunal Español citado por la 

propia Fiscalía en sus conclusiones del debate), lo cierto es que la aceptación hecha por 

Lobo Solera de la propuesta hizo que la CONSUMACIÓN  del delito se verificara en el 

momento en el que los funcionarios de ALCATEL se la hicieron, no pudiendo determinarse 

a quién ya esta determinado y por tanto la conducta imputado a mi representado resulta 

ABSOLUTAMENTE ATÍPICA. 

 

En todo caso, dado que de conformidad con la doctrina más reconocida, el 

principio de IN DUBIO PRO REO opera tanto en relación a los hechos como a las normas 

aplicables, (Jeschek Hans-Heinrich. Tratado de Derecho Penal. Parte General) es evidente 

que en la determinación de los hechos se violenta flagrantemente el principio de 

interpretación restrictiva de los mismos, toda vez que si el tribunal tenía duda sobre el 

concepto DESCRIPTIVO “en principio” existiendo dos opciones la dada por la Real 

Academia de la Lengua Española y un otra inserta supuestamente en un diccionario 

escolar como el Pequeño Larusse Ilustrado, lo procedente era la aplicación de la 

interpretación más favorable de dicho concepto descriptivo y era usar la que rige nuestro 

idioma (Diccionario de la Real Academia) y no recurrir, no solo al espureo uso de un 

diccionario escolar, sino que era obligado, en la fijación de los hechos, interpretarlos en la 

manera que favorezca al imputado, por tanto la interpretación del concepto resulta lesiva 

al debido proceso y por tanto procede igualmente la revocatoria de la sentencia y el 

dictado de la Sentencia Absolutoria, pues Lobo Solera consuma el delito acusado previo a 

la supuesta reunión con mi representado. 
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Siendo que la única base para la atribución del delito de Corrupción Agravada 

en contra de mi representado deriba de lo dicho por Lobo Solera y de que él mismo 

reconoce el momento de consumación, antes de siquiera supuestamente llamar a mi 

representado,  la conducta de mi defendido resulta atípica y la sentencia condenatoria 

carente de todo fundamento jurídico y debe ser revocada dictando en su lugar la 

SENTENCIA ABSOLUTORIA que en derecho corresponde. 

 

VIOLACIÓN DEL DEBIDO PROCESO EN LA INCORPORACIÓN Y VALORACIÓN 

DE LA PRUEBA. 

 

        En el tema de incorporación y valoración de la prueba existe agravio en la 

sentencia para mi representado pues se toma la declaración de Lobo Solera como un 

medio de prueba y no como medio para obtener prueba, por tanto al incorporarlo se le dá 

valor de plena prueba y sobre su soo dicho se toienen por probados hechos de absoluta 

relevancia como son la supuesta reunión y la supuesta aceptación que se dice manifiesta el 

Dr. Rodríguez Echeverría. 

 

Efectivamente en el tema de prueba, el Tribunal asigna a la declaración de Lobo 

Solera el valor de plena prueba, lo que es absolutamente ilegal, pues no solo la ley, 

artículo 22 del Código Procesal penal, sino la doctrina y nuestra jurisprudencia han 

señalado que la declaración del imputado colaborador es un medio de obtención de 

prueba, de modo que con su solo dicho no se pueden tener por probados hechos o 

circunstancias relevantes,. Todo lo contrario a lo que dice la ley y la doctrina, el Tribunal, 

en su voto de mayoría tiene por probados hechos con el solo dicho de Lobo Solera, lo que 

hace la resolución en absolutamente violatoria del debido proceso y procede su anulación 

o revocatoria, al ser el único elemento que señala a mi representado como supuesto 

instigador y entonces procede el dictado de la sentencia absolutoria que en derecho 

corresponde. 

 



Página - 6 

VIOLACIÓN DEL DEBIDO PROCESO EN LA FUNDAMENTACIÓN. 

 

La resolución recurrida viola el debido proceso pues en el tema de fundamntación 

incurre en vicios como la asignación de valor de prueba plena a la declaración del confeso 

Lobo Solera, asi como incurre en graves errores de interpretación acerca de lo que los 

medios de prueba permiten derivar, incurriendo en agravio en tanto la defectuosa 

fundamentación produce o sustenta el dictado de la sentencia condenatoria en contra de mi 

representado. 

 

VIOLACIÓN DEL DEBIDO PROCESO EN LA FIJACIÓN DE LA PENA. 

 

El tribunal en su voto de mayoría, pese a declarar o confirmar la impunidad 

concedida a Lobo Solera, impone a mi representado la pena máxima del delito, cuando, 

como se aprecia de la relación de hjechos la contribución de mi representado no sería de 

tal magnitud que lo justifique, en porimer lugar, está probado Lobo Solera acepto “en 

principio” lka propuesta de corrupción y de la declaración de Lobo no se puede deducir 

que mi representado directamente aprobara sus actos de corrupción, pues Lobo Solera 

señala que la supuesta conversación se limita a cuestionarle el monto a obtener y la forma 

de distribución, sin que ni siquiera Lobo Solera diga mi representado le dijo ¡que debía 

aceptar, por lo que es evidente, estando ya determinado Lobo Solera, la actuación presunta 

de mi representado es atípica, pero si no lño fuetra, su contribución es mínima, por lo que 

la pena impuesta no refleja los criterios de proporcionalidad y razonabilidad establecidos 

en nuestra ley, por lo que en caso de aceptarse este agravio y no los anteriores lo que 

procede es la adecuación de dicha pena al mínimo de participación supuesta de mi 

representado y concederle el beneficio de Ejecución de la Pena, que en este acto de 

manera expresa pedimos. 
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FUNDAMENTACIÓN DEL RECURSO. 
 

 

La sentencia incurre en violación de las reglas relativas a la debida 

fundamentación de las resoluciones judiciales, concretamente de las sentencias. 

Dispone el numeral  142 del  Código de Rito que las sentencias  deberán ser 

“fundamentadas”, indicando que la misma deberá ser clara y precisa, expresando las 

razones de hecho y de derecho en que se funda y el valor otorgado a los medios 

probatorios. 

Si toda resolución judicial, como dispone la norma,  debe ser motivada o 

fundamentada, y su omisión se encuentra sancionada con pena de ineficacia, con mayor 

razón la sentencia definitiva de un proceso debe contener todas aquellas razones que 

producen en el ánimo del juez un determinado sentir.  

Motivar es, como señala de La Rúa  ''...fundamentar, exponer los argumentos 

fácticos y jurídicos que justifican la resolución" (De la Rúa. El Recurso de Casación. 

Víctor P. de Zavalía Editor. 1968).   

Consiste así en la expresión de las razones que originan el juicio valorativo del 

Tribunal y que lo llevan al convencimiento de la existencia o no de determinada situación 

de relevancia jurídica. 

La motivación, sin embargo, no puede ser entendida como la simple expresión 

de un juicio o proposición,  sino como la respuesta lógica del intelecto ante determinado 

dato de la realidad que se le presenta al juez. De esto deriva que motivar es hacer 

corresponder el juicio a un elemento probatorio debidamente incorporado. 

El objeto de la motivación es el dar publicidad a las razones que tuvo el juez 

para pronunciar su sentencia (de La Rúa). En ese mismo sentido la motivación del juez 

deberá versar sobre todos aquellos cuestionamientos sometidos a su conocimiento, no 

pudiendo omitir considerar aquellas argumentaciones que pudieran incidir sobre el fondo 

de lo resuelto 
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En tal sentido es que nuestro actual ordenamiento procesal (artículo 142) se ha 

pronunciado, al definir que  motivar es expresar los razonamientos de hecho y derecho en 

que se basa la decisión, indicando el valor que se les asignó a la los medios de prueba, 

pues no basta la simple descripción de los hechos o de los elementos de prueba o una 

alusión genérica a los mismos. 

Fundamentar será,  asociar a cada afirmación los medios de prueba que 

sustenta su existencia, indicando el valor que se les da, como lo dispone el numeral 184 del 

Código Procesal. 

Igualmente la inobservancia de las reglas de la sana crítica produce que la 

resolución se tenga como falta de fundamentación, grupo de motivos que analizaremos más 

adelante en este recurso. 

Fijado lo que dogmática y legalmente es fundamentación o motivación de las 

resoluciones judiciales, debemos decir que tal motivación debe ser igualmente: expresa, 

clara, completa y legítima. 

 
"comprende a todas las cuestiones fundamentales de la causa y a cada 

uno de los puntos decisivos que justifican cada conclusión ... las 

cuestiones fundamentales sometidas a la decisión del juez ... es decir los 

hechos principales de la causa y el derecho a ellos aplicable". (De la 

Rua. Op. cit., página 161) 

 

Por otro lado la legitimidad supone la validez de los medios probatorios y de 

que la resolución se funde solo en elementos de prueba legítimamente introducidos al 

debate  y cuyo valor sea  legal y jurídicamente legítimo 

Señala el tratadista: 
 

“La sentencia que se funda principalmente en una prueba ilegal es una 

sentencia legalmente inmotivada. (De la Rua. Op. cit., página 165) 
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Expuesto lo anterior, resulta evidente que cada uno de los hechos que se me 

atribuyen deberían encontrarse debidamente fundamentados, lo que como veremos no 

ocurre, al ser la motivación incompleta e ilegítima, y cuyos efectos sobre la parte 

resolutiva serán evidentes. 

De seguido paso a señalar los vicios de falta de fundamentación de la 

resolución que recurrimos:   

 

MOTIVO DE APELACIÓN: FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. Violación 

de los numerales 142, 175, 184, 363 inciso b y 369 incisos c) y d) del Código Procesal 

Penal 

En tal sentido estimo que la resolución es carente de motivación por ser esta 

ilegítima.  

Para que la fundamentación sea legítima: 

 
"... debe basarse exclusivamente en prueba válidamente introducida al 

debate y no debe omitir la consideración de prueba decisiva introducida 

al debate. Esta en una consecuencia del principio de verdad real y del de 

inmediación ..."( De la Rúa. Op cit. Pág. 169) 
 

Igualmente será ilegitima la fundamentación cuando se funde en apreciaciones 

ilegales de medios probatorios o se funde en elementos probatorios que no tiene el valor 

asignado en la resolución. 

En el presente caso,  señala el VOTO DE MAYORÍA del Tribunal como hechos 

probados de relevancia para mi representado los siguientes: 
“…  71) En esa misma línea, sin precisar fecha, pero aproximadamente antes de 

finales de mayo del año 2000, el entonces Presidente de la República, imputado 

Miguel Ángel Rodríguez Echeverría, de una manera informal le solicitó al José 

Antonio Lobo Solera su intervención, por cuanto según indicó en esa 

oportunidad Rodríguez Echeverría, la empresa Alcatel estaba quedando mal con 
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personas muy importantes en Costa Rica y que si tenían un compromiso que lo 

honraran.  

     72) Ante el requerimiento anterior, José Antonio Lobo Solera le comunicó al 

co encartado Edgar Valverde Acosta, Gerente General de Alcatel en Costa Rica, 

la preocupación que le habían transmitido los imputados Rodríguez Echeverría y 

Guardia Mora.  

     73) Por su parte, el imputado Valverde Acosta le expresó al acusado Lobo 

Solera que Guardia Mora no había cumplido con su parte y que, por el contrario, 

el trato que había recibido Alcatel había sido injusto, lo cual generaba dentro de la 

empresa una gran  molestia; pese a lo anterior, le indicó que le trasladaría la 

preocupación al sentenciado Sapsizian.  

     74) A finales de mayo o principios de junio del año 2000, el imputado José 

Antonio Lobo Solera le informó al co encartado Miguel Ángel Rodríguez 

Echeverría que debía viajar a Europa como parte de sus labores de director del 

I.C.E, momento en que el acusado Rodríguez le ordenó que aprovechara el viaje 

para pasar por París y que hiciera una gestión de cobro con la empresa Alcatel, 

debido a que aún no normalizaban la situación en Costa Rica y estaban quedando 

muy mal con relación a las dádivas de negocios anteriores, no determinados.  

     75) Efectivamente, Lobo Solera estuvo en Europa del 28 de junio al 7 de julio 

de 2000 y encontrándose en París contactó telefónicamente al sentenciado 

Christian Sapsizian, a quien le hizo ver la preocupación que tenía el imputado 

Alfonso Guardia Mora respecto del incumplimiento de compromisos por parte 

de Alcatel, haciéndole ver que dicha preocupación ya había llegado a la Casa 

Presidencial …”  

 

 Es evidente que bajo los principios de “Debida Fundamentación”, parte del 

DEBIDO PROCESO legal y constitucional, las Juezas que integran o concurren al dictado 

del voto de mayoría deben contar con prueba de tales hechos, lo que veremos no ocurre, 

pues precisamente el vicio que apuntamos en este motivo de que existe  una 

FUNDAMENTACIÓN ILÍCITA estriba en el hecho de que le dieron el carácter de 

PRUEBA y veremos, absoluta en credibilidad y valor, a la declaración como IMPUTADO 

(INDAGATORIA) rendida por el imputado Lobo Solera en juicio, algo que resulta 
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absolutamente ilegal, contrario al debido proceso y a la reiterada jurisprudencia de la 

Sala Tercera (ver votos 1061-2008 y 136-2003 ente otros. Ver igualmente el Voto de 

Minoría dictado por el señor Juez Camacho), que abundantemente ha señalado que la 

declaración del imputado colaborador, dentro del instituto del “CRITERIO DE 

OPORTUNIDAD” (Art 22  del Código Procesal), no es PRUEBA, sino que su contenido 

debe estar acompañado de medios de prueba lícitos que permitan corroborar o validar la 

versión de dicho imputado y que allí estriba el valor de dicha declaración NO como 

MEDIO DE PRUEBA, sino como medio de OBTENER PRUEBA. 

 

En ese sentido el numeral 22 citado dispone “… y el imputado colabore 

eficazmente con la investigación, brinde información esencial para evitar que continúe el 

delito … ayude a esclarecer el hecho investigado u otros conexos o proporcione 

información útil para probar la participación de otros imputados …” 

Evidentemente la jurisprudencia de la Sala Tercera se ajusta de manera exacta 

a la disposición legislativa en tanto señala que la declaración del imputado colaborador y 

el mismo NO SON UN MEDIO DE PRUEBA, por cuanto la norma es clara en señalar que 

el objeto del instituto y la participación del colaborador es colaborar, y dice la norma 

calificando esa colaboración: eficazmente, con la investigación. 

Su objetivo no es probar, sino colaborar para que la investigación arribe a 

buen puerto, obteniendo los medios probatorios necesarios para identificar el delito, 

esclarecerlo,  evitar su continuación, o proporcione información para PROBAR la 

intervención de otros partícipes. 

 

En ninguna parte de la norma se dispone que esta declaración es un medio de 

prueba, sino como señalamos anteriormente, es eficaz para obtener medios de prueba. 

 

Siendo esto así, evidentemente para acreditar los hechos relatados, que aunque 

no constituyen algo por lo que mi representado hubiera sido juzgado, siquiera acusado, es 

lo cierto que sirven para evidenciar el valor que se le está dando en el voto de mayoría a la 
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declaración de Lobo Solera, pues debería haber contado, esa mayoría, con elementos 

independientes, prueba directa o indiciaria, de que tales circunstancias fácticas 

ocurrieron, sin embargo esto no es así, puesto que el Tribunal ni siquiera entra a valorar el 

tema respecto del Dr. Rodríguez Echeverría. 

 

Efectivamente debemos decir que cuando el voto de mayoría toca el tema, en 

sede de tratar de establecer la responsabilidad penal del co-imputado Guardia Mora, que 

deriva precisamente, en parte, de esos hechos probados, sostiene que para corroborar la 

versión de Lobo Solera cuenta con la información bancaria de los dineros recibidos por 

Guardia Mora de Alcatel, con el hecho de que Lobo Solera efectivamente viaja a Europa, 

algo que debemos o deberíamos tener a beneficio de inventario, puesto que el confeso Lobo 

Solera viajó frecuentemente a Europa durante su gestión como Directivo del Instituto 

Costarricense de Electricidad (en adelante ICE) y por el hecho de que Guardia Mora 

realiza varios pagos a Lobo Solera, explicados por este último como dádivas, recibidas por 

la gestión realizada de hacer cobros a Alcatel (Cohecho Propio califica el voto de mayoría 

esta conducta) y porque se vinculan con el imputado condenado Bravo Trejos. 

 

Pero en relación a mí representado, ¿cuales son esos elementos de prueba 

directa o indiciaria, distintos a la declaración de Lobo Solera,  que acreditan que?:  

 
“…  71) … sin precisar fecha, pero aproximadamente antes de finales de mayo 

del año 2000, el entonces Presidente de la República, imputado Miguel Ángel 

Rodríguez Echeverría, de una manera informal le solicitó a José Antonio Lobo 

Solera su intervención, por cuanto … la empresa Alcatel estaba quedando mal 

con personas muy importantes en Costa Rica …  

     O que,   

     74) A finales de mayo o principios de junio del año 2000, el imputado José 

Antonio Lobo Solera le informó al co encartado Miguel Ángel Rodríguez 

Echeverría que debía viajar a Europa como parte de sus labores de director del 

I.C.E, momento en que el acusado Rodríguez le ordenó que aprovechara el viaje 
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para pasar por París y que hiciera una gestión de cobro con la empresa Alcatel 

…” 
  

Así tenemos que  las señoras juezas tienen por acreditado que mi representado 

le solicita, en dos oportunidades, al señor Lobo Solera interceda ante las autoridades de 

Alcatel para que realicen unos pagos, presuntamente ilícitos, que tenían pendientes en 

Costa Rica, pero no señala el voto de mayoría como se acreditó que mi representado “le 

solicito” y luego “le ordenó” gestionar esos pagos ante  Alcatel. 

Debemos decir al respecto que efectivamente, en el caso de Guardia Mora, se 

dan varios elementos supuestamente indiciarios que corroboran el dicho de Lobo acerca 

de la participación de ese otro imputado, pero en relación a Rodríguez Echeverría el voto 

no hace ninguna alusión a algún elemento de prueba que de manera directa o indiciaria 

corrobore los que Lobo dice.  

Entonces la respuesta a la pregunta ¿cómo se acreditó esa supuesta 

participación de mí representado en tales cobros?, es una sola, dado que no hay prueba 

alguna de esas dos instrucciones presuntas que dicen hace mi representado a Lobo Solera, 

pues no hay testigos, se trata de dos conversaciones realizadas presuntamente de manera 

privada, sin que quedara registro alguno, ¿cómo?, reiteramos, se acreditan estos hechos, 

pues evidentemente el voto de mayoría tiene esto por acreditado de la sola versión de Lobo 

Solera, de modo tal que evidentemente le asignaron, ILEGALMENTE, el valor de prueba a 

dicha declaración, violando no solo la norma del artículo 22 del Código de Rito, sino los 

precedentes acordes a la voluntad del legislador que ha dictado la Sala Tercera de la 

Corte Suprema de Justicia. 

 

En este punto debemos decir que lo afirmado por el voto de mayoría en cuanto 

a los cuestionamiento que hicimos en conclusiones sobre el valor de la declaración de 

Lobo Solera  resultan total y completamente errados, nosotros nunca señalamos o 

cuestionamos que el señor Lobo no pudiera ser medio para obtener prueba, o como dice el 

Tribunal “fuente de prueba”, lo que cuestionamos era que se tuviera a Lobo Solera como 
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MEDIO DE PRUEBA, no solo porque el legislador no lo ha previsto como tal en el LIBRO 

III (MEDIOS DE PRUEBA) del Código Procesal Penal, sino porque como explicamos, 

para el caso concreto del criterio de oportunidad, el legislador (artículo 22 del CPP) NO 

LE ASIGNÓ TAL VALOR. Así mismo el numeral 276 del Código de rito, en relación con el 

175 del mismo cuerpo normativo, exigen que para condenar solo podrá emplearse la 

PRUEBA producida en juicio o recibida anticipadamente de conformidad con el 

ordenamiento o que suponga una excepción al principio de oralidad y que dicha PRUEBA 

debe haberse recibido de conformidad con el ordenamiento nacional e internacional 

vigente. 

Así cuando las juezas de mayoría dicen “Ante ello no le asiste razón al Lic. Gairaud al 

señalar que el colaborador no puede considerarse fuente de prueba” incurren en un grave error de 

comprensión de nuestras conclusiones, las cuales pueden ser debidamente consultadas 

para corroborar que nuestra objeción era la de que no podía asignársele valor de prueba a 

dicha declaración, cosa que desgraciadamente y violentando el ordenamiento y el debido 

proceso hacen las juzgadoras en su voto de mayoría. 

 

Clara muestra de este grave h ..., error jurídico, es la cita “doctrinaria” que se 

hace por las juezas de mayoría del señor Rollen Obregón Rodríguez que señala que como 

únicos modelos para recibir la declaración del imputado colaborador se tienen la de 

admitirlo como TESTIGO puro y simple o de TESTIGO PROTEGIDO, evidenciando como 

efectivamente en la mente de las juzgadoras se tienen a Lobo Solera como testigo, aun 

cuando luego se apuran a señalar en su resolución un principio absoluto, Lobo Solera se 

recibió en juicio, declaró, como IMPUTADO y disfrutó de la totalidad de los derechos y 

garantías de esta condición de imputado, siendo asistido por un defensor y permitiéndosele 

incluso abstenerse de declara ante los cuestionamientos que se le hicieron y más aun, que 

su defensor le dijera al oído las respuestas y él simplemente las repitiera, algo que en 

cualquier modelo legal es un absurdo, pues es conocido de todos los operadores del 

derecho penal que el defensor no puede responder por el imputado, pero aun a este 

extremo se le “garantizaron”, por las juezas que suscriben el voto de mayoría, sus 
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“derechos”, sin importar, eso sí, los derechos de los imputados acusados en juicio. 

(Prueba: ver video de declaración de Lobo Solera ante el interrogatorio de las defensas). 

 

Prueba de que las juezas del voto de mayoría consideran a Lobo Solera 

MEDIO DE PRUEBA, por tanto TESTIGO, es cuando, luego de señalar que Lobo declara 

como imputado,   dicen que se recurrió, dado el silencio normativo, a recibir su 

declaración: “acudiéndose, como medio de prueba más análogo, al de la "declaración del imputado en 

juicio" según resolución de las 13:30 horas del 2 de setiembre de 2010  (artículo 224 del CPP)” (las negritas 

no son del original).  

 

Entonces es cierto, no es una simple invención de la defensa el afirmar que a 

Lobo Solera las juezas de la  mayoría lo consideran un MEDIO DE PRUEBA, lo que es 

absoluta y totalmente ilegal. 

 

Irregularidad que no se salva con la pretensión del voto de mayoría de 

escurrirse por la vía de los precedentes de la Sala Tercera acerca del valor de la 

declaración de un imputado en juicio: “garantía y al tiempo medio para probar” puesto 

que una cosa es que el imputado DECLARE EN JUICIO y de su declaración el tribunal 

pueda derivar su responsabilidad, usando lo que declaró en su contra y otra cuando el 

“imputado colaborador” declara en juicio en contra de otros imputados, sin asumir él 

ninguna responsabilidad en este caso (pudo abstenerse o no contestar lo que le parecía a 

su defensor comprometedor). El precedente señalado es así  INAPLICABLE, pues se trata 

de supuestos total y absolutamente distintos. 

En una el imputado, tratando de ejercer su defensa, suministra insumos para 

establecer su responsabilidad penal y en el otro, un imputado buscando impunidad, a toda 

costa, declara en contra de terceros. 

Para, para evitar o tratar de evitar en el criterio de oportunidad reglado, una 

declaración “INTERESADA”, “falsa” o “manipulada” fundada en los beneficios obvios 

que obtiene el colaborador, el legislador y la jurisprudencia han señalado que la 
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declaración de dicho sujeto debe estar acompañada de medios de prueba que la sustenten, 

como al efecto en el debate el propio Ministerio Público en conclusiones señaló, de modo 

que recurrir al tema de la declaración del imputado en juicio y su valor es una falacia 

inaceptable, pues el supuesto lógico en que un caso y otro se sustentan no son iguales, de 

hecho son absoluta y diametralmente opuestos. 

 

Esto es evidente de los votos (citados por el mismo voto de mayoría) de la Sala 

Tercera de la Corte Suprema de Justicia números 1315-2005 y 74-2006, que disponen, en 

lo que interesa, que dado el carácter “interesado” de la declaración del imputado 

colaborador, lo que dice, que es un medio para obtener prueba (“fuente de prueba”) y NO 

MEDIO DE PRUEBA en sí, debe ser corroborado por medios de prueba lícitos (numerales 

175 y 181 del Código Procesal Penal) y esto es precisamente lo que NO SE HACE o 

produce en el voto de mayoría,  ya que sin medios de prueba que lo sustenten, le dan plena 

credibilidad a lo que Lobo Solera dice y con ello tienen por probados hechos 

fundamentales para el dispositivo, como pasamos a explicar adelante. 

 

No nos referiremos al tema del supuesto arrepentimiento de Lobo Solera que el 

Tribunal atribuye a su aceptación de un posible Procedimiento Abreviado con una pena de 

Cuatro Años de Prisión o al error de decir por parte del Tribunal que la competencia para 

el otorgamiento del beneficio del artículo 55 del Código Penal corresponde al Instituto de 

Criminología y no al Ministerio Público, cuando es evidente que ésta es una competencia 

del Juez de Ejecución de la Pena, no del Instituto Nacional de Criminología,  en la que el 

Ministerio Público SÍ TIENE un papel determinante. Pues en este motivo lo que invocamos 

o combatimos no son las razones por las cuales Lobo Solera cambia su versión de 31 de 

setiembre del 2004, donde confesó una presunta Recepción de Dádivas como el mismo lo 

señala en su declaración en juicio transcrita en la sentencia cuando señala: 

 
“ … Sí dije en esa declaración que el dinero o premio de Alcatel lo recibí posteriormente a 

la adjudicación en junta directiva, creo que esa versión la di el 30 de setiembre de 2004, no 



Página - 17 

recuerdo si se la consulté a mi abogado. Lo que yo tengo es un barniz jurídico, pero ya 

expliqué aquí que la verdad es otra, ya eso lo había indicado aquí, lo que dije aquí es lo 

cierto. Yo no mentí, sino que simplemente en aquel momento traté de cubrirme o auto 

protegerme, pero luego fui precisando. Alcatel me ofreció un 1.5% o 2%. … en un afán de 

auto justificarme indiqué que el ofrecimiento se materializaría (sic) con posterioridad …” 

 

 

La cual luego cambia, para confesar una supuesta CORRUPCIÓN 

AGRAVADA  por COHECHO IMPROPIO declaración que precisamente es la condición 

que se da para otorgarle un Procedimiento Abreviado, con tan solo cuatro años de pena 

privativa de libertad, y cuando la jurisprudencia imperante partía del principio según el 

cual el “arresto domiciliario” SÍ SE ABONABA a la pena, de modo tal que Lobo habría, 

no solo cumplido la mitad de la pena y podría solicitar la aplicación del beneficio del 

artículo 55 del Código Penal, para el momento que brinda su segunda versión de los 

hechos, sino que dicho arresto domiciliario, extrañamente, cuando ningún otro imputado 

sufría de medidas cautelares que limitaran su libertad de tránsito, para el imputado 

colaborador sí se mantuvieron hasta el momento que la pena posible a imponer, según esa 

jurisprudencia hoy desacreditada por la Sala Tercera, se hubiera encontrado 

TOTALMENTE CUMPLIDA. 

 

Si Lobo Solera obtiene la aplicación a su favor del criterio de oportunidad, que 

analizaremos más adelante, virtud de esa declaración NUEVA, si con ello obtiene 

impunidad no solo del delito relacionado por la fiscalía  con mi representado y Guardia 

Mora y Valverde Acosta, sino de siete u ocho delitos más, algunos relacionados con la 

propia empresa ALCATEL, por dineros recibidos producto de corrupción1 , como lo señaló 

la Fiscalía durante el proceso, para luego desdecirse, pero para un momento en el que 

todos estos delitos se encuentran prescritos o en proceso de prescribir. Si aun así el voto de 
                                                             
1 “ … El trabajo nuestro en este informe arrojó resultados certeros. En el Informe Nº 297-DEF se determinó que Lobo Solera recibió 
dinero de QC diferente al proveniente de las 400.000 líneas … Lobo recibió dinero de Alcatel antes y después de las 400.000 líneas. 
No establecimos que el señor Lobo requiriera apoyo externo para recibir esos dineros. Declaración en juicio de Jesús Nájera 
Céspedes Perito del OIJ. 
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mayoría quiere presentarlo como una persona realmente arrepentida y que declara sin 

motivos espurios, sino loables, y que por traspasar a las arcas del Estado, no del ofendido 

por sus actuaciones que es el ICE, una suma mucho inferior a la que recibió por sus actos 

de corrupción, se evidencia su interés de reparación, estimamos que  es decisión de las 

juezas que integran ese voto de mayoría creerle, lo que nosotros cuestionamos es que si el 

propio voto de mayoría establece la necesidad de medios de prueba, suministrados por el 

imputado que corroboren de manera independiente su dicho, y estos medios de prueba no 

existen, como veremos,  dar valor de prueba a lo que Lobo declaró resuelta ilegal, por 

violentar las reglas de la debida fundamentación de las sentencias. 

 

Si interesa de previo poner en su justa dimensión el tema de la validez 

probatoria de la declaración de Lobo Solera  señalar que NO ES CIERTO, como afirma 

la sentencia en su voto de mayoría, en el acápite del supuesto “Examen riguroso del 

contenido de su versión”, que desde su primera declaración el imputado colaborador 

Lobo, manifestó su  evidente finalidad de colaborar con la Administración de Justicia, pues 

ya lo señalamos, en esa primera declaración su versión apunta, como lo transcribimos 

atrás, a sostener que luego de la adjudicación de las 400,000 líneas telefónicas celulares al 

consorcio BCIE-Alcatel, funcionarios de  Alcatel lo contactan para ofrecerle una dádiva 

(lo que declara por conocimiento jurídico, su “barniz jurídico” y como un medio de auto-

justificarse nos dice en su declaración reiteradamente, asumiendo así una conducta 

delictiva menos gravosa) y que evidenciando como en alguna de sus dos versiones 

declaradas mintió, cosa que la Presidencia en juicio cuestionó a esta representación 

cuando señalé que si dos proposiciones o versiones, opuestas entre si son ambas 

verdaderas se había encontrado una nueva definición de mentira. 

Como decir que Lobo Solera desde el inicio colaboró con la Justicia, si luego  

declarará, para obtener el beneficio del proceso abreviado o el criterio de oportunidad, 

que fue contactado antes de la adjudicación y se le ofreció la dádiva, para un momento en 

el que disfrutando del arresto domiciliario se le ofreció primero un abreviado con una 

pena exigua (mientras a mi representado se le impuso el máximo de la pena como supuesto 
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instigador, y luego un criterio de oportunidad que le confiere IMPUNIDAD ABSOLUTA, al 

identificado por la Fiscalía en conclusiones, como AUTOR DIRECTO CON PLENO 

DOMINIO DEL HECHO. 

En tal sentido debemos decir que si ambas versiones son diametralmente 

distintas, en una de ellas Lobo Solera miente. Si es en la primera, su interés no era 

colaborar con la Administración de Justicia, sino entorpecerla, obstaculizarla, y si es en la 

segunda, igualmente miente de manera interesada, para obtener un beneficio y así el 

cuestionamiento, presuntamente excluido por las juezas de mayoría, de que sus intereses de 

declarar con espurios queda plenamente corroborada, frente a la ingenua y parcializada 

versión del voto de mayoría. 

 

Establecido esto, resulta esencial, señalar los hechos que se tienen por 

probados en contra de mi representado, que constituyen el elenco fáctico del cual se hace 

derivar su supuesta responsabilidad penal como instigador y determinar si existe 

fundamentación legítima de los mismos por parte del voto de mayoría: 

Dice la sentencia en su voto de mayoría  sobre hechos probados: 

 
 “85) El día viernes 2 de diciembre del año de 2000, Lobo Solera recibió 

una llamada en su teléfono celular por parte del sentenciado Christian 

Sapsizian, quien le indicó que era muy urgente sostener una reunión, por lo que 

acordaron una cita al día siguiente en horas tempranas de la mañana, en el 

restaurante "La Casona", ubicado en las inmediaciones del Parque del 

Agricultor en Alajuela, por el Aeropuerto Internacional Juan Santamaría.  

   86) De esta forma, el sábado 3 siguiente, Lobo Solera -tal y como había 

sido previamente acordado- se presentó al citado lugar y se reunió con 

Sapsizian y el coencartado Valverde. Allí Sapsizian le trasladó a Lobo Solera la 

preocupación de Alcatel, en tanto consideraba que el I.C.E. impediría dentro 

del proceso de contratación de 400.000 soluciones telefónicas móviles, un 

proceso licitatorio y, en general, la apertura al sistema GSM, perjudicando  con 

ello los intereses de Alcatel.  
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   87) El sentenciado Sapsizian y el coimputado Valverde le solicitaron 

a Lobo Solera realizar las acciones necesarias como director del 

I.C.E., para impulsar la migración de tecnología TDMA hacia 

tecnología GSM, por cuanto Alcatel únicamente podría tener éxito en 

la licitación de las 400.000 líneas celulares si se realizaba esa 

migración; evitar además que el proceso de licitación de las 400.000 

líneas fuera abortado y finalmente, votar a favor de la adjudicación 

de dicha licitación a la empresa Alcatel. A cambio de lo anterior 

Sapsizian y Valverde le prometieron a Lobo Solera la entrega de una 

dádiva, consistente entre el uno punto cinco al dos por ciento del  

monto neto de la licitación, la cual sería pagada en dinero y que en 

definitiva ascendió a dos millones quinientos sesenta mil doscientos cincuenta 

y tres dólares con treinta y dos centavos ($2.560. 253.32).  

   88) En ese mismo encuentro, el sentenciado Sapsizian le hizo saber a Lobo 

Solera sobre la necesidad de una respuesta urgente, por cuanto según él, 

saldría próximamente del país, a lo cual Lobo Solera le indicó que en 

principio aceptaba la promesa y el compromiso de realizar las labores 

solicitadas, pero no obstante, les indicó que debía meditarlo, obligándose 

a darles una respuesta final a través del coimputado Valverde, y apercibiéndoles 

de que en caso de llegar a un acuerdo sólo mantendría contacto con alguno de 

ellos dos.  

   89) Acto seguido, el imputado  Lobo Solera regresó a su casa y anal izó 

la propuesta ilegal que se le había realizado, llegando al 

convencimiento de que era un asunto complejo,  con muchos 

intereses de por medio y decidió que para poder proceder, era 

imprescindible  ser autorizado por el encartado Miguel Ángel 

Rodríguez Echeverría, en atención a que éste previamente le había indicado 

realizar gestiones de cobro a Alcatel. Además, existía una dependencia 

jerárquica derivada de un vínculo político de muchos años, y una relación de 

subordinación que, en su condición de Presidente de la República ostentaba el 

imputado Rodríguez sobre Lobo Solera.  

   90) Al lograrse comunicar vía telefónica con el encartado Rodríguez 

Echeverría,  Lobo Solera le dijo que necesitaba hablar personalmente con él, 
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en torno a adquisiciones del I.C.E, procediendo el acusado Rodríguez 

Echeverría a citarlo a su casa de habitación al día siguiente en horas de la 

mañana.  

   91) Al ser aproximadamente las ocho de la mañana del día domingo 4 de 

diciembre de 2000, Lobo Solera se presentó en el domicil io del  

encartado Rodríguez Echeverría, ubicado en Escazú. Durante la 

conversación Lobo Solera le transmitió la propuesta de dádiva que el  

acusado Valverde Acosta y el sentenciado Sapsizian le habían hecho 

a cambio de realizar las acciones descritas. Le explicó que la dádiva 

consistiría en una suma de entre un uno punto cinco y dos por ciento (1.5% y 

2%) del monto neto de la licitación que adjudicaría 400.000 líneas GSM.  El 

acusado Rodríguez Echeverría con el propósito de evaluar la conveniencia 

económica de la propuesta, el acusado Rodríguez Echeverría le preguntó a 

Lobo Solera cuánto dinero significaba la regalía ofrecida, por lo que Lobo 

Solera respondió que alrededor de un millón y medio de dólares.  

   92) Acto seguido, el encartado Rodríguez Echeverría aprobó que Lobo 

aceptara la propuesta de los funcionarios de Alcatel, y dispuso que la 

dádiva sería distribuida entre ambos  de la siguiente forma: 60% 

Miguel Ángel Rodríguez y 40% José Antonio Lobo. De esta forma, Lobo 

Solera se sintió autorizado y con ello eliminó toda duda antes manifestada para 

cometer el hecho por lo que continuó con la negociación con Edgar Valverde 

y Christian Sapsizian. 

   93) Pocos días después, con la aprobación de Rodríguez Echeverría, José 

Antonio Lobo Solera en su calidad de funcionario público, contactó al 

coencartado Edgar Valverde Acosta, a quien le indicó que le transmitiera al 

sentenciado Sapsizian que sí le iba a ayudar en los términos que habían 

acordado. Esta acción implicó la aceptación directa de la promesa de dádiva 

consistente entre el uno punto cinco y dos por ciento del monto neto de la 

licitación que adjudicaría 400.000 líneas GSM. Tal adjudicación derivó en una 

contratación pública cuyas partes intervinientes fueron Alcatel, el Banco 

Centroamericano de Integración Económica y el I.C.E., institución esta última 

que estaba interesada en la contratación y a la cual pertenecía el imputado 

Lobo Solera en su condición de directivo.” (las negritas no son del original) 
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Una vez determinados los hechos que se tienen por probados por la mayoría 

del Tribunal y que relacionan la actuación de Lobo Solera con mi representado,  debemos 

establecer cuales hechos concretos debían haberse probado para acreditar una 

responsabilidad de Rodríguez Echeverría y respecto de los cuales  no basta lo que Lobo 

Solera declaró, pues como aceptan las juezas que integran el voto de mayoría, para 

romper el principio de inocencia debe contarse con prueba independiente que corrobore la 

versión del colaborador. 

 

En este punto debemos decir que aunque relevante, no es esencial para este 

motivo, las pruebas o explicaciones que pretenda dar, debemos decir de manera muy pueril 

y falaz el voto de mayoría sobre cómo se comprobó la llamada de Sapsizian a Lobo Solera, 

el día dos de diciembre del 2000,  dado que  no existe un registro o rastreo  de llamadas 

telefónicas, por lo que entendemos que esto se acredita, para la mayoría, solo de la 

declaración de Lobo. O cómo se acredita la supuesta reunión en la “Casona” en Alajuela 

si no existe testigo o documento que lo acredite, más que el dicho de Lobo, o que prueba 

concreta existe de la propuesta ilícita, puesto que estando presentes solo tres personas, 

Lobo, Valverde y Sapsizian y siendo que los dos últimos nunca lo reconocieron, la 

acreditación vuelve a ser solo la declaración de Lobo Solera, utilizada ilegalmente como 

prueba por el voto de mayoría, y esto lo decimos porque independientemente de los pagos 

ilícitos  que se acredita recibió Lobo, estos no solo se originan en Alcatel,  no solo en la 

contratación de las cuatrocientas mil líneas cuestionadas y se podrían explicar tanto en 

una Recepción de Dádivas por Acto Cumplido como en una Corrupción Agravada. Lo que 

si nos interesa de manera concreta es como se acredita: 

1) Que Lobo Solera llamó a la casa del expresidente  y concertó una cita para 

el día 4 de diciembre, esto aun admitiendo el argumento falaz de que es esa fecha porque 

en ese momento tanto Sapsizian, como Valverde, Lobo y mi representado estaban en el 

país, entonces tiene que ser esa fecha, algo que es contrario a la lógica, más grave aun, es 

el reconocimiento pleno de que para la mayoría lo que Lobo Solera declara es simplemente 
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verdad, no debe ser corroborado, menos probado y basta su dicho para que un evento se 

tenga por cierto, asignándole el valor de PLENA PRUEBA a lo que no lo es por 

disposición expresa de la ley-.  

Expliquemos: el razonamiento lógico parte de que hay un hecho, que puede ser 

verdad o mentira, para determinar una cosa u otra necesitamos prueba en uno u otro 

sentido. Partiendo de que Lobo NO ES PRUEBA, necesitaríamos otro elemento para 

acredita la existencia del hecho, pero el Tribunal invierte, falazmente, el razonamiento, 

parte de que lo que dice Lobo es verdad y por esos su pretensión de demostración o 

comprobación de su dicho se limita a situar en el territorio nacional a los cuatro actores 

de la versión de Lobo. Esto lo que prueba es que están en el país, hecho incontrovertible, 

pero no se prueba que se hubieran dado las reuniones, entonces, si los movimientos 

migratorios solo acreditan la presencia en el país de estas personas, pero no que se 

hubieran reunido en las dos ocasiones que Lobo relata, la versión de Lobo Solera NO 

QUEDA CORROBORADA y lo que utiliza el tribunal en su voto de mayoría es una pura y 

simple falacia de inversión. Lo que se debía probar, de alguna manera, era que la versión 

de Lobo Solera era verdadera, que las dos reuniones se dieron,  como no se puede, se 

prueba otra cosa, que los sujetos del relato de Lobo estaban en el país y se pretende con 

ello decir que se corrobora la versión de Lobo de que hubo dos reuniones, lo cual no es ni 

por asomo cierto, menos lógico. 

 

Debía probarse la existencia de la reunión, sea mediante testigos, mediante 

documentos, mediante rastreos telefónicos, de cualquier forma lícita, el acreditar que en 

un momento determinado, que pudo suceder muchísimas veces (que los cuatro estuvieran 

en Cota Rica), no prueba de ninguna manera la existencia de la reunión o reuniones e 

interesa en este punto, la que supuestamente sostiene Lobo Solera y mi representado. 

 

Debía probarse el contenido de la reunión de escasos ocho o diez minutos, 

como señala Lobo Solera y el voto de mayoría, con mi representado en su casa el día fijado 

arbitrariamente por el Tribunal  4 de diciembre del 2000, para ello debería haber testigos, 
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documentos, rastreos telefónicos. En tal sentido le recordamos al Tribunal en conclusiones 

como el Ministerio Público podría haber probado esto fácilmente son solo consultar la 

bitácora de seguridad del PRESIDENTE Rodríguez, esto para corroborar si Lobo Solera 

llegó a su casa, ahora según la mayoría, el 4 de diciembre del 2000, si no se hizo fue por 

inopia o porque no convenía, lo cierto es que el contenido de dicha reunión, lo que 

supuestamente se habló o se acordó NO SE ENCUENTRA CORROBORADO y solo se 

puede hacer derivar de la declaración de Lobo Solera que NO ES PRUEBA y no cuenta 

con ninguna prueba que la sustente. 

 

Incluso, debemos ir más allá, la versión de Lobo Solera de lo que se discute en 

esa supuesta reunión queda desacreditado cuando la Sección de Delitos Económicos y 

Financieros del O.I.J. determina que las supuestas dádivas entregadas por Lobo a mi 

representado no corresponden al SESENTA POR CIENTO que dice Lobo Solera se 

pactó, entonces, más bien tenemos un CONTRA-INDICIO  que permite sostener que lo 

que Lobo dice NO ES VERDAD, algo que deliberadamente no analiza el tribunal en su 

voto de mayoría, si es cierto que pretendía hacer un exhaustivo análisis de la declaración 

de Lobo Solera. 

 

No vale tampoco en este punto la excusa del voto de mayoría que lo que 

pretenden es dar una validación general de la declaración de Lobo Solera y no la 

corroboración puntual de las afirmaciones que hace, esto bajo el argumento de que eso 

volvería ineficaz el instituto del Criterio de Oportunidad, en tal sentido dice la mayoría: 

 
“ … Como se verá en cada situación específica, diversos son los elementos 

probatorios que avalan la declaración de Lobo Solera, recordando que la 

necesidad advertida de ese aval es en cuanto a su versión general y no respecto 

de cada afirmación pues proceder de ese modo conllevaría prácticamente 

tornar inocuo el criterio de oportunidad. Entendemos que el sentido del 

mecanismo es que funja como fuente de prueba pero sin agotarse en ella; es 
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decir, permitiendo identificar otros elementos que, según cada concreto, 

permitan establecer si su relato es veraz o no lo es, pero no sustituirlo…”  

 

Este argumento no es para evitar hacer inocuo el Criterio de Oportunidad, es 

para evitar confrontar la versión del imputado colaborador con la prueba, evitar la 

disposición legal y los precedentes que exigen que la declaración del colaborador debe ser 

fuente de prueba y ésta debe corroborar lo que el colaborador dice, la “información útil” 

que debe proporcionar para esclarecer los hechos y la participación de otros imputados. 

En suma la tesis de la mayoría es liberar al colaborador de decir la verdad, 

pues no resultaría necesario probar lo que dice, bastaría ser lo suficientemente elocuente 

para convencer a una integración de un tribunal y con ello se pondría en peligro, no solo 

el debido proceso y los derechos ciudadanos, sino que pondría en jaque al sistema de 

derecho que vivimos, liberando a la arbitrariedad del Ministerio Público cuándo y cómo 

sustenta una causa en contra de cualquier ciudadano con solo la declaración de una 

persona, culpable, pero elocuente, algo que estamos seguros no compartirá la integración 

del Tribunal de Apelaciones que conozca de este recurso 

Tampoco es válido el argumento de que si fuera necesario probar cada hecho 

presentado por el colaborador, que sentido tendría llevar al colaborador, como tal al 

juicio, si el Ministerio Público contaría con toda la prueba y esa declaración resultaría 

innecesaria.  Esta afirmación revela el craso desconocimiento expuesto en el voto de 

mayoría de dicho instituto procesal. 

Es más bien a la inversa, es gracias a la colaboración del imputado que recibe 

el beneficio que el Ministerio Público obtiene la prueba que le permite demostrar el delito, 

evitar su consumación, identificar a otros participes, por eso la norma del 22 señala que la 

colaboración debe ser “EFICAZ” que la información brindada sea “ESENCIAL”, que 

“ESCLAREZCA” el hecho y permita “PROBAR” la participación de otros imputados. En 

tal sentido el instituto tiende de manera clara en un sentido absoluta y diametralmente 

distinto a lo que propone el voto de mayoría. 
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Primero, si el Ministerio Público tiene toda la prueba, antes de que el 

colaborador ayude a la investigación, concederle el beneficio supondría una violación 

ABSOLUTA  del PRINCIPIO DE LEGALIDAD, debe recordarse que el Criterio de 

Oportunidad es una excepción a aquel principio rector de la actividad fiscal, así las cosas 

si todo está probado sería ilegal otorgar la impunidad que acuerda el criterio de 

oportunidad  Por el contrario el beneficio se otorga porque el Ministerio Público tienen 

dificultad para probar y por eso debe ceder el principio de legalidad y excepcionar a un 

sujeto que permita encontrar los medios de acreditar los hechos, evitar su consumación e 

identificar y juzgar a otros partícipes. 

Entonces el razonamiento del Tribunal es no solo absurdo y espurio, sino 

totalmente contrario a lo que pretende ser el instituto procesal del criterio de oportunidad 

reglado. 

No obstante todo lo dicho, el voto de mayoría dice contar con abundante 

prueba de los dos eventos fundamentales, la reunión de “La Casona” y la reunión en la 

casa de mí representado, así afirma: 

 
“ … se aprecia que la declaración de Lobo Solera encuentra pleno respaldo 

en material probatorio que tiene diverso origen, pues –como veremos- 

aparte de sus manifestaciones de que hubo una reunión en La Casona donde se 

le hizo la propuesta corruptora y otro encuentro en la vivienda de Rodríguez 

Echeverría donde el último lo determinó para su aceptación, existen una serie 

de eventos concatenados a estos que, igualmente, confirman la existencia de 

tales reuniones. Es decir, hay prueba documental, testimonial y pericial  

que confirma que, fruto de lo ocurrido en cada uno de los citados encuentros y 

posteriormente a éstos, Lobo Solera recibe dineros procedentes de Alcatel CIT 

y parte de esa dádiva la entrega a Rodríguez Echeverría; de manera que éstos 

no son elementos que puedan valorarse en forma aislada …” 

 

Si se contó con una serie de elementos de prueba, estos elementos deberían 

comprobar la versión, los dos eventos citados o atribuidos a la versión de Lobo por el 
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tribunal, así el material probatorio respalda lo dicho por Lobo y esta prueba es 

documental, testimonial y pericial y el voto de mayoría debe exponerlo para, prescindiendo 

del carácter de prueba de lo dicho por Lobo, se acrediten sus afirmaciones. 

No hacerlo, y librar el tema de la declaración del imputado colaborador a un 

tema de simple credibilidad desnaturalizaría el instituto definido en el numeral 22 del 

Código Procesal Penal. 

 

Al respecto el tribunal manifiesta: 

 
“…La realización de ambas reuniones igualmente se comprueba con base en la 

prueba documental evacuada, la cual refleja que, con posterioridad a que Lobo 

Solera se reúna con Valverde y Sapsizian, él participa con su voto en la 

adjudicación de las 400.000 líneas celulares y meses después de esa votación 

recibe la dádiva de manera fraccionada y compartida con Rodríguez 

Echeverría. Incluso se advierte -como más adelante se verá- que la distribución 

de los dineros a Lobo refleja el montaje de una estrategia tendiente a ocultar su 

origen, al igual que la estrategia seguida para su traslado de Lobo Solera a 

Rodríguez Echeverría, último que –a su vez- procede a ejercer diversos actos de 

ocultamiento de dicho dinero. Además, en consideración al eventual 

porcentaje de la dádiva y el monto del contrato -según se analizará- Lobo 

Solera recibe por concepto de dádiva una suma semejante a la pagada a otros 

funcionarios pero doblada, lo cual revela también que él había comunicado a 

los corruptores que, por su medio, se estaban pagando a dos funcionarios y no 

a uno. También se aprecia que existe similitud en las circunstancias temporales 

y modales para la entrega y recepción de las dádivas pagadas a tres directores 

del ICE sea Fernández Alfaro, Bravo Trejos y Lobo Solera, lo mismo que al 

funcionario Sibaja Fonseca y al exdiputado Vargas García, quienes recibieron 

dineros ilícitos de parte de Valverde, Sapsizian, Quirós y Guardia Mora y que 

los dineros recibidos por Miguel Ángel Rodríguez Echeverría –conforme se 

analizará- tienen similar origen. La realización de ambas reuniones igualmente 

se comprueba con base en la prueba documental evacuada, la cual refleja que, 

con posterioridad a que Lobo Solera se reúna con Valverde y Sapsizian, él 
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participa con su voto en la adjudicación de las 400.000 líneas celulares y meses 

después de esa votación recibe la dádiva de manera fraccionada y compartida 

con Rodríguez Echeverría. Incluso se advierte -como más adelante se verá- que 

la distribución de los dineros a Lobo refleja el montaje de una estrategia 

tendiente a ocultar su origen, al igual que la estrategia seguida para su traslado 

de Lobo Solera a Rodríguez Echeverría, último que –a su vez- procede a ejercer 

diversos actos de ocultamiento de dicho dinero. Además, en consideración al 

eventual porcentaje de la dádiva y el monto del contrato -según se analizará- 

Lobo Solera recibe por concepto de dádiva una suma semejante a la pagada a 

otros funcionarios pero doblada, lo cual revela también que él había 

comunicado a los corruptores que, por su medio, se estaban pagando a dos 

funcionarios y no a uno. También se aprecia que existe similitud en las 

circunstancias temporales y modales para la entrega y recepción de las dádivas 

pagadas a tres directores del ICE sea Fernández Alfaro, Bravo Trejos y Lobo 

Solera, lo mismo que al funcionario Sibaja Fonseca y al exdiputado Vargas 

García, quienes recibieron dineros ilícitos de parte de Valverde, Sapsizian, 

Quirós y Guardia Mora y que los dineros recibidos por Miguel Ángel Rodríguez 

Echeverría –conforme se analizará- tienen similar origen.  

 

Dice la resolución de mayoría en dos oportunidades, pretendiendo hacer 

aparecer los supuestos elementos de comprobación de la versión de Lobo como de una   

mayor envergadura o número que el real, que Lobo vota favorablemente la adjudicación a 

Alcatel. Pero  esto de manera alguna acredita la reunión previa como pretende el Tribunal, 

pues como se indica, los pagos se dan muchos meses después de la votación, lo que haría 

susceptible de comprobar tanto la versión original de Lobo de una recepción de dádivas 

por acto cumplido, como la supuesta existencia del pacto corruptor, por tanto lo dicho no 

es indicio alguno de que se hubiera dado la reunión, ni analizada de manera aislada ni en 

conjunto con los otros supuestos indicios. Indicios como el supuesto interés de Lobo y 

presuntamente de mí representado de ocultar los ingresos ilícitos. 
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Al respecto sí es cierto, Lobo Solera hace hasta lo indecible por enmarañar, 

como señala el O.I.J., la huella del dinero, utiliza diversos mecanismos financieros para 

hacerlo, como lo son los certificados al portador, pero mi representado no hace lo mismo, 

todos los dineros que se han admitido, fueron recibidos por familiares cercanos de mi 

representado y depositados en cuentas de ellos mismos, de modo tal que el rastro nunca se 

ocultó, de modo tal que la afirmación en ese sentido, que pudiera alcanzar a Lobo Solera 

no hace lo propio con mi representado, amén del hecho de que la mayoría no señala en que 

consisten esos supuestos “actos de ocultamiento”, si existen debieron ser descritos, 

primero como hecho probado y segundo sustentar como los supuestos actos concretos 

atribuidos a mi representado demuestran el interés de ocultar, al no hacerlo reiteran lo 

afirmado por nosotros  de que lo que ocurre es pretender atribuir el carácter de prueba 

absoluta a lo declarado por Lobo Solera, violentando la obligación de fundamentación que 

exigen la ley y la Constitución. 

 

Por otra  parte, aun más absurda es la afirmación de que Lobo Solera recibió 

el doble que los otros funcionarios corruptos, según lo señala el voto de mayoría, que sin 

embargo es contradictorio en sí mismo, puesto que en el hecho probado 88 del voto de 

mayoría se dice que luego de que se le ha hecho la propuesta ilícita, Lobo Solera le dice a 

Sapsizian y a Valverde que acepta, sin mencionar, en ningún momento, según este hecho, 

la posible participación de un funcionario de mayor jerarquía o que estuviera 

condicionada la aceptación a esto, como para que él pactara un monto mayor para su 

distribución, al efecto dice el hecho: 

 
“88) En ese mismo encuentro, el sentenciado Sapsizian le hizo saber a Lobo 

Solera sobre la necesidad de una respuesta urgente, por cuanto según él, 

saldría próximamente del país, a lo cual Lobo Solera le indicó que en 

principio aceptaba la promesa y el compromiso de realizar las labores 

solicitadas, pero no obstante, les indicó que debía meditarlo, obligándose 

a darles una respuesta final a través del coimputado Valverde, y apercibiéndoles 
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de que en caso de llegar a un acuerdo sólo mantendría contacto con alguno de 

ellos dos.” (las negritas no son del original) 
 

En otras palabras de la propia relación de hechos probados y de la versión que 

al efecto transcribe la sentencia de la declaración de Lobo Solera, la presencia de un 

funcionario de más rango no es parte del acuerdo de corrupción, por tanto la afirmación 

que hacen las juezas en su voto de mayoría esta ayuno de sustento, pues ni siquiera Lobo 

Solera lo afirma o el tribunal lo tiene por probado.  

 

El otro supuesto indicio, el tema de los movimientos migratorios de los 

supuestos participes en las reuniones,  que ya hemos analizado anteriormente, permite 

afirmar que lo que hace el Tribunal no es corroborar probatoriamente la versión de Lobo 

es tratar de ajustar la realidad a la versión de Lobo, desconociendo el hecho de que en su 

declaración Lobo Solera señala que dicha reunión se verifica en el mes de noviembre del 

año 2000, no en la primera semana de diciembre. 

En otras palabras no es que la prueba corrobore la versión de Lobo Solera, la 

mayoría trata de acomodar la realidad a lo que Lobo Solera dice, violentando el principio 

aceptado por ellas mismas de que la versión del colaborador debe ser corroborada, de 

manera general o concreta debemos decir nosotros, y en este caso, es evidente que la 

mayoría no teniendo prueba alguna, simplemente acomoda los eventos para tratar de darle 

veracidad a la versión de Lobo en un intento desesperado de dar visos de probabilidad a la 

versión, indemostrada, del confeso e impune  Lobo Solera. 

 

En ese mismo sentido y como lo apuntamos atrás, existe además otro 

CONTRA-INDICIO que resta credibilidad a la versión de Lobo Solera y que aunque 

planteado por esta representación en conclusiones no fue resuelto y que desacredita de 

manera absoluta el juego sofista del voto de mayoría y es lo relativo precisamente a las 

fechas de las supuestas reuniones, dice la sentencia, contrario como vimos a lo que señala 

Lobo Solera, que la reunión en “La Casona” se da el Sábado 3 de diciembre del 2000, 
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donde Lobo Solera acepta en principio la oferta, dice el hecho probado 88, mientras que la 

reunión  o presunta reunión en casa de mi representado se da en horas de la mañana del 

día 4 de diciembre, domingo, de donde Lobo Solera sale con la aprobación de 

corromperse, sin embargo, este plan corruptor le exigía según la versión de Lobo Solera y 

aceptada ciegamente en el voto de mayoría del cumplimiento por él de tres condiciones: 

defender la migración a tecnología GSM, defender la contratación abierta (lo que la 

sentencia en su voto de mayoría reconoce es resorte exclusivo de la Contraloría General 

de la República y Lobo Solera dice que los directivos de Alcatel lo sabían) y votar 

favorablemente a Alcatel la adjudicación de las cuatrocientas mil líneas. Sin embargo, 

como señala la propia resolución en su considerando 15, subparágrafo D, acerca de las 

decisiones del Consejo Director del ICE, la mayoría reconoce como el 5 de diciembre del 

año 2000, supuestamente al día siguiente de que Lobo Solera ha sido apoyado por mi 

representado y dos después de aceptar la propuesta, Lobo Solera concurre a votar en 

dicho Consejo Director votando en contra de la aplicación contractual de  la LICITACIÓN 

PÚBLICA, condición segunda de la presunta propuesta corrupta y vota favorablemente 

comprarle por vía  de CONTRATACIÓN DIRECTA a la competencia de Alcatel, a 

Ericsson, Siemmens, Lucent, dice la resolución en dicho considerando: 
 

“Sesión 5249 (5-12-2000): la directiva decide que en el plan del año siguiente 

en la telefonía celular se incursionaría en la tecnología GSM pero no por 

licitación pública, sino por compra directa y se le compraría a 5 

proveedores (Alcatel, Siemens, Nortel, Ericsson y Lucent). Se solicita 

autorización a la Contraloría General de la República para la ampliación de las 

centrales móviles mediante el procedimiento de contratación directa. 

También se acuerda la compra directa para Alcatel y Ericsson 

 

Si el voto de mayoría tiene por probado esto, que Lobo Solera, tan solo el día 

siguiente de aceptar el presunto  acuerdo corruptor vota de manera contraria a lo exigido 
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por ALCATEL2, donde queda la credibilidad y veracidad de la versión de Lobo al 

confrontarla con la totalidad de los elementos probatorios, evidentemente queda 

corroborado que la versión de Lobo Solera no quedó confirmada con la prueba, no con 

especulaciones o elucubraciones que tienden a tratar de acomodar a la versión de Lobo, 

sino con prueba documental debidamente acreditada y aceptada por el Tribunal, que 

comprueba la inexistencia del pacto corruptor, del acuerdo de Lobo y de la supuesta 

reunión de Lobo Solera con mi representado, dejando desnudo que la versión de Lobo 

Solera no es susceptible de ser considerada ni veraz, mucho menos corroborada por algún 

medio de prueba directa o indirecta. 

 

Además de esto, si hay dos versiones de Lobo Solera, disímiles entre si, que 

apuntan a la aceptación de delitos distintos, corroborando que alguna de ellas mintió, si 

Lobo Solera inmediatamente de que supuestamente está comprado por Alcatel, vota Tololo 

contrario a lo que se le exigía para recibir el premio, se corroboró que nunca cumplió el 

supuesto acuerdo “40/60”, entonces como afirmar que en general, la totalidad de la 

prueba le da respaldo a su dicho. 

 

Debemos entonces establecer si el señor Lobo  puede ser estimado como 

testigo, si su “testimonio” es susceptible de sustentar, por si solo la acreditación de un 

hecho delictivo atribuido a otro imputado y si su declaración es concluyente para acreditar 

un delito distinto al que él mismo ha confesado cometió. 

En cuanto al primero de los cuestionamientos, debemos decir que en nuestro 

ordenamiento se establece una clara diferencia entre un testigo y el imputado, estando el 

primero obligado a decir verdad y declarar bajo la fe del juramento de que lo que dice es 

la verdad, no existiendo de su parte interés directo del resultado del proceso, salvo el caso 

de la víctima o tercero civilmente indemnizable, que son valorados bajo las reglas de la 

                                                             
2 “… dentro de las condiciones que debía realizar Lobo Solera a cambio de la promesa remuneratoria estaban su apoyo a la 
migración tecnológica de TDMA a GSM, así como al concurso público dada la historia de contrataciones directas que predominaba en 
el ICE y el voto favorable a la adjudicación de la licitación de las 400.000 líneas celulares en beneficio comercial de la empresa 
Alcatel y personal de los corruptores. Tales acciones implicaban la ejecución de actos propios de su función como director del ICE...” 
reza el voto de mayoría. 
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sana crítica, para determinar su credibilidad o no. Pero lo cierto es que Lobo Solera, ni es 

testigo, ni el propio tribunal en su voto de mayoría se atreve a considerarlo abiertamente 

como tal, aunque al final el resultado y las consecuencias son totalmente distintas, si le 

dieron el valor de prueba. Así, de manera directa, salvo los lapsus en los que se reconoce 

indirectamente que se le dio ese carácter no puede considerarse a Lobo como testigo, y por 

tanto su sola declaración no es susceptible de acreditar un hecho delictivo, ni mucho 

menos romper el principio de inocencia, como ha señalado el Tribunal Constitucional 

español, citado en el voto de mayoría. 

Si como consta de la sentencia, en su voto de mayoría, es en dicha “prueba” 

que se tienen por acreditadas presuntas conductas lesivas de mi representado y se le 

condena, resulta más que evidente que la fundamentación es de perogrullo ILEGITIMA, 

por tanto inexistente. 

Razón por la cual solicito a la honorable Tribunal de Apelaciones proceda a 

declarar con lugar este motivo de apelación, anule la resolución recurrida y ordene la 

celebración de nuevos procedimientos, toda vez que no solo por las razones expuestas, sino 

porque la fundamentación de la resolución basada exclusivamente en dicha “prueba”, 

ilegal, también viola mi derecho de defensa, al pretender otorgarle a un imputado la 

condición de testigo y un carácter objetivo que no tiene. 

 

MOTIVO DE APELACIÓN.  FALTA DE FUNDAMENTACION. Violación 

de los numerales 142, 184,363 inciso b y 369 incisos c) y d) del Código Procesal Penal. 

Señalamos que la fundamentación debe ser completa y resolver todos los 

puntos debatidos. 

En el presente caso, la resolución resulta omisa en el análisis y 

fundamentación de los siguientes aspectos: 

 

A) En el curso de las conclusiones finales de la  audiencia oral, esta 

representación  planteó como elemento para desacreditar la versión y veracidad de la 

declaración  de Lobo Solera el hecho de que después de presuntamente aceptar la 
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proposición ilícita que el hace la empresa Alcatel y que como ha reconocido 

reiteradamente el voto de mayoría suponía el cumplimiento de tres exigencias: 1) defender 

la migración a la tecnología GSM, 2) Defender que el procedimiento de compra fuera 

mediante concurso abierto o licitación y 3) votar favorablemente, una vez que contara con 

la recomendación técnica, la oferta de Alcatel, el imputado Lobo Solera, contraviniendo y 

“violando” de manera clara y abierta dicho supuesto acuerdo, concurre con su voto  a 

favorecer una COMPRA DIRECTA de soluciones celulares entre cinco empresas 

telefónicas y a que la compra final se hiciera, en al menos el cincuenta por ciento de una 

compra futura, a la competidora de Alcatel, Ericsson. 

 

Tal aspecto que tenía por fin no solo desacreditar la credibilidad de la versión 

dada por Lobo Solera de las supuestas reuniones en “La casona” y en casa de mi 

representado, sino evidenciar la existencia de elementos de prueba que permitían eso, 

desacreditar la versión falaz y mentirosa de Lobo Solera. 

Sin embargo esto no fue resuelto y fundamentado por el voto de mayoría, que 

hizo caso omiso de la solicitud de la defensa que repito tenía por objeto  acreditar la falta 

de credibilidad de la versión dada por Lobo Solera de la realización de una reunión con 

funcionarios de Alcatel en un lugar conocido como “La Casona” en Alajuela, reunión 

previa a otra que afirma concertó con mi representado y en la cual le cuenta de la 

existencia de la propuesta ilícita  y en la cual presuntamente mi representado aprobó que 

realizara la conducta delictiva que  se encuentra  acreditado Lobo Solera realizó 

dolosamente. 

 

Por el contrario el Tribunal evaluó el tema de la credibilidad de Lobo Solera, 

llegando a afirmar incluso que los elementos probatorios que deben acompañar el dicho 

del imputado colaborador son de tipo general y no concreto en relación a los hechos que 

comunica a la autoridad fiscal o judicial. Así las cosas el Tribunal le da plena credibilidad 

a la versión de Lobo Solera, pero omite deliberadamente resolver el punto cuestionado, el 

cual resulta esencial pues de allí deriva, como indicamos la credibilidad o no de la 
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realización de dos reuniones presuntas con funcionarios de la transnacional francesa y mi 

representado, que son el eje mismo sobre el cual la mayoría pretende construir el juicio de 

reproche en contra del Dr. Rodríguez. 

En ese sentido resulta preciso señalar que la resolución reconoce la existencia 

de dicho acto al cual concurre Lobo Solera, señalando que: 

 
 “En el acta de la sesión del Consejo Directivo Nº 5249 de 5 de diciembre de 2000, 

folios 3244 a 3269, Tomo VIII (prueba Nº 2), consta en el artículo X, que el 

Consejo Directivo del ICE acordó facultar a la Administración Superior para que 

junto con el Presidente Ejecutivo del ICE realizaran las gestiones necesarias ante la 

Contraloría General de la República para obtener, al amparo de los artículos 79.1 y 

83 del Reglamento de Contratación Administrativa, la autorización correspondiente 

para que se le permitiera al ICE adquirir las 400.000 soluciones mediante la 

ampliación de centrales con tecnología GSM, en la banda 1800 Mhz, partiendo de 

las centrales fijas existentes en operación con las empresas ALCATEL, SIEMENS, 

NORTEL, ERICSSON Y LUCENT, fijándose un plazo de 10 días a partir de que se 

obtuviera la autorización de la Contraloría General de la República a la Subgerencia 

ICETEL para presentar el plan de adquisiciones y su respectivo plan de 

financiamiento.  La nota T-15547, ALCO 1187 de 5 de diciembre de 2000, prueba 

Nº 1, se localiza de folios 4090 a 4096, Tomo X, también consideró viable la 

adaptación, ampliación y actualización tecnológica de las centrales telefónicas en 

operación, mediante procedimiento de contratación directa, ello en aplicación de los 

principios de eficiencia, continuidad, adaptabilidad, interés público y conveniencia. 

 

Si el voto de mayoría sostiene, mediante la confrontación de las certificaciones 

de movimientos migratorios de los supuestos involucrados en dichas reuniones, que la 

propuesta ilícita se le hace a Lobo Solera por funcionarios de Alcatel el día 3 de diciembre 

del 2000 y que la cita presunta con mi representado se da al día siguiente cuatro de 

diciembre, y de ella Lobo Solera sale con la convicción de contar con la aprobación, dice 

el voto de mayoría, de mi representado, qué explicación habría de ser cierta la existencia 

de ambas reuniones que, tan solo al día siguiente, Lobo Solera concurra a votar una 

compra directa y a todas las empresas que podían suplir los equipos de tecnología GSM, y 
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de esta manera incumplir de manera abierta los requerimientos del trato ilícito con 

Alcatel, de que se hiciera la compra mediante procedimiento abierto y a favor 

exclusivamente de Alcatel. A dicha sesión Lobo Solera no solo asiste, sino que concurre 

con su voto a tal decisión y de modo alguno combate, objeta o cuestiona la decisión 

evidenciando que existe prueba fehaciente de que para el día 5 de diciembre del 2000 NO 

EXISTÍA TAL PACTO CORRUPTOR y las reuniones en “La casona” y en casa de mi 

representado NO HABÍAN OCURRIDO. 

 

Es evidente que la única respuesta lógica a dicha actuación de Lobo Solera es 

la de que la oferta de corrupción no existió, de que Lobo Solera mintió y de que como 

consecuencia de ello no existe ni nunca existió u ocurrió la presunta reunión en la casa de 

mi representado de la cual el Tribunal, en su voto de mayoría, sustenta su supuesta 

responsabilidad penal. 

 

El no resolver este aspecto esencial acerca de la credibilidad de Lobo Solera, 

su confrontación con la prueba en general y sobre un aspecto tan medular acerca de la 

existencia real o no de la intervención de mí representado tiene un efecto decisivo sobre el 

dispositivo, pues sin esa reunión  el voto de mayoría no puede sostener lícitamente la 

credibilidad ciega en lo que Lobo Solera dice, y no sería posible sustentar la condenatoria 

dictada a mi representado, máxime si de la simple lectura de la sentencia la mayoría utiliza 

como único argumento de responsabilidad, la existencia supuesta de esa reunión y del 

apoyo presuntamente brindado por mi representado a Lobo Solera. 

 

Todo lo cual  no fue resuelto como exige la ley por el Tribunal en su voto de 

mayoría, que omitió fundamentar o considerar este aspecto, incurriendo así en 

fundamentación incompleta de las propuestas de defensa, lo que hace admisible este 

motivo de apelación. 
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B) Igualmente existe fundamentación incompleta en cuanto al análisis, también 

planteado al Tribunal, del efecto que UN VOTO de Bravo Trejos en el Consejo Director 

tiene sobre la supuesta existencia de un pacto corruptor entre Alcatel y varios directivos 

del ICE y que es el sustrato de supuesta realidad que permite, dice la mayoría dar 

credibilidad a lo dicho por Lobo Solera 

. 

La sentencia tienen por probado que este proceso de compra de conciencias 

por parte de Alcatel se da ente abril y agosto del año 2000 y que mediante esta acción 

atribuida a los imputados que eran funcionarios de Alcatel (Sapsizian y Valverde) se logra 

matricular al menos a tres directores, dos nombrados por mi representado (Bravo y Lobo) 

y uno con relación de cercanía con él aunque nombrado por el Presidente Figueres 

(Fernández). 

En suma, para tener por veraz la declaración de Lobo Solera y el proceso de 

seducción al cual afirma haber sido sometido por los funcionarios de Alcatel, el voto de 

mayoría tiene por acreditado al menos que para finales del año 2000 tres directivos del 

ICE se encuentran comprados por la transnacional francesa. 

 

No obstante el mismo voto de mayoría señala, al relatar las diferentes sesiones 

del Consejo Director del ICE, relacionadas con telefonía móvil, que para el mes de marzo 

del año 2001, Bravo Trejos realiza acciones contrarias a Alcatel, concretamente solicita 

reconsiderar y REVOCAR una votación anterior que había determinado adquirir de la 

empresa Alcatel 160,000 líneas de tecnología GSM, no contando BRAVO Trejos con los 

votos suficientes para lograr se acoja dicha reconsideración. 

 

Reza el voto de mayoría lo siguiente: 

 
“Sesión 5277 (20-3-2001), artículo 1: el directivo Hernán Bravo propone 

la revisión y revocatoria de la contratación directa para la ampliación 

de las 160.000 líneas a la empresa Alcatel; pese a que Bravo es apoyado 
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por los directivos Alejandro Soto y Alejandro Gerli, no acogen su petición 

Cob Saborío, Pantigoso de la Peña, Lobo Solera ni Hernández Alfaro por 

lo que finalmente se descarta la moción con una votación 4 a 3.”  (la 

negrita no es del original) 

 

Si el tribunal, en su voto de mayoría tiene esto por acreditado con fundamento 

en la prueba documental que incorpora las actas del Consejo Director del ICE y ha 

señalado que para finales del 2000 Bravo era pieza, necesariamente debía ser pieza 

comprada por Alcatel, para corroborar así  la versión de Lobo Solera, es evidente que 

resultaba esencial, no solo para acreditar la existencia del plan de corrupción, sino la 

veracidad misma de lo dicho  Lobo Solera, resolver, como solicitamos, este tema concreto 

el cual fue evadido de manera evidente por la mayoría que ni siquiera se plantearon en su 

“fundamentación” este aspecto, reitero, expresamente requerido por la defensa y que se 

pidió fuera resuelto  con el fin de hacer evidente la imposibilidad de dar credibilidad a la 

versión del confeso Lobo Solera.  

Ambos planteamientos se le hicieron al Tribunal y este no resolvió 

fundamentando el contenido de las propuestas de la defensa. 

 

C) Lobo Solera da en el proceso dos versiones de los hechos, la primera el 30 

de setiembre del 2004, en la que dice haber recibido una dádiva de Alcatel sin promesa 

anterior y otra de mayo del 2005, dada a propósito de la aplicación de un procedimiento 

abreviado a su favor que luego deriva en un criterio de oportunidad, en la que señala que 

la propuesta fue anterior a la adjudicación, en la que se comprometía a tres condiciones, 

que vimos incumplió el 5 de diciembre del 2000 y en la que la participación de mi 

representado no se limita ya a recibir parte de esas dádivas, sino a intervenir, 

supuestamente  en el proceso de determinación de delinquir por parte de Lobo Solera. 
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Ambas versiones son contradictorias y totalmente opuestas, no solo por la 

magnitud del delito que se acepta y sus consecuencias, como por el hecho de la menor 

participación presunta de mí representado. 

 

Sostuvimos que siendo contradictorias y no pudiendo ser ambas verdaderas, 

los opuestos se excluyen, era necesario determinar si Lobo Solera había mentido en una de 

ellas, en cual y porqué. 

Lo anterior era esencial, o solo para determinar la credibilidad de la versión 

de Lobo, son porque de allí derivaría o no la presunta responsabilidad que se atribuía a mi 

representado, no obstante el voto de mayoría hace caso omiso de dicha solicitud expresa 

de la defensa y por tanto hace a la fundamentación incompleta al no resolverse este punto 

medular y que determina de manera inequívoca el dispositivo. 

 

D) Plateamos también que ante la contradicción obvia de las versiones de Lobo 

Solera resultaba necesario determinar cual era verdadera y si esto era imposible, en 

aplicación del principio de IN DUBIO PRO REO, optar por la más beneficiosa para las 

partes, como al efecto exige la doctrina que señala que el In Rubio Pro Reo aplica tanto 

para el Derecho como para los Hechos (así Jeschek, Castillo González, entre otros). 

 

No obstante la resolución, en su voto de mayoría resulta ayuna de resolver el 

problema jurídico planteado por la defensa, el cual tenía efectos decisivos sobre el 

dispositivo, si el delito era Recepción de Dádivas y mi representado, en la versión del 30 de 

setiembre no interviene en la decisión de Lobo de delinquir, entonces la conducta 

reprochable habría sido, como abundamos en las conclusiones en señalar, hipotéticamente 

una simple recepción de dádivas por parte de mi representado, la cual resultaba atípica 

por cuanto se habrían recibido cuando mi representado no era funcionario público, 

elemento esencial del tipo objetivo y por tanto serían impunes, o al menos habría operado 

la prescripción. 
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Ninguno de estos requerimientos fue resuelto por parte del Tribunal, que 

simplemente, ante la coyuntura planteada por la defensa y la imposibilidad de evadir sus 

consecuencias favorables para mí representado opta simplemente por no resolver el tema, 

dejando la resolución ayuna de fundamentación. 

 

Siendo que la debida fundamentación supone la resolución de todas las 

propuestas esenciales de las partes y siendo que en este caso el Tribunal omitió resolver 

los cuatro aspectos planteados resulta evidente la Falta de Fundamentación en la 

resolución recurrida, por lo  cual solicito a la honorable Tribunal de Apelaciones declarar 

con lugar este motivo de esencial importancia en cuanto al fallo pues su adecuada solución 

podría haber excluido la existencia del delito que se atribuyó a mi representado, anulando 

así la resolución recurrida, por ser evidente la violación de las normas procesales  

mencionadas en el encabezado de este motivo y que atienden a la debida fundamentación 

de las resoluciones judiciales, la cual no se dio en este caso. 

 

 
 

La doctrina ha señalado en forma reiterada que la motivación de una 

resolución judicial no solo debe ser susceptible de apreciarse, sino que la misma debe ser 

susceptible de entenderse. Con ello pretendemos decir que la motivación debe ser lógica y 

fundada, en consecuencia, en las reglas de la sana crítica racional.  

El juez debe expresar, al emitir su juicio, la razonabilidad de su interpretación 

de la realidad, de forma tal que sea susceptible el control de logicidad de su razonamiento, 

que debe estar basado en las reglas de la lógica, la sicología y la experiencia, en otras 

palabras en la reglas de la sana critica racional, la que como veremos en el segundo grupo 

de motivos son violadas en la resolución del Tribunal 
 

MOTIVO DE APELACIÓN: VIOLACIÓN DE LAS REGLAS DE LA SANA 

CRÍTICA. Violación de los numerales 361 y 369 inciso  d) del Código Procesal Penal. 
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Concretamente por violación de las reglas de la lógica al no ser 

COHERENTE  y  violar el principio de  la  NO CONTRADICCIÓN. 

 

Toda resolución debe respetar la reglas de la lógica y de ellas los principios de 

la coherencia,  congruencia y la derivación.  

En el presente caso debemos decir que la resolución recurrida es violatoria del 

principio lógico de la coherencia y no contradicción sobre los aspectos esenciales que 

incidieron sobre la causa de esta acusación en contra de mi representado, sosteniendo al 

tiempo proposiciones que se anulan entre si. 

Señala la doctrina, virtud del principio lógico de no contradicción, que dos 

proposiciones contradictorias no pueden ser al mismo tiempo, ambas, verdaderas, de 

forma tal que el sostener ambas como ciertas hace que se anulen entre si y resulta en una 

ausencia de fundamentación. 

En el caso objeto de estudio, existe una evidente contradicción en la 

fundamentación del Tribunal acerca de la credibilidad que se puede dar a la versión 

expresada por el imputado Lobo Solera y las condiciones según las cuales a él le era 

exigido cumplir por parte de Alcatel dentro de una presunta oferta de corrupción realizada 

a él en “La Casona” en Alajuela. 

 

Por un lado sostiene la resolución, en el análisis del fondo, que la versión de 

Lobo Solera es completamente creíble y que en sede de la existencia de la propuesta ilícita, 

está acreditado que a Lobo le ofrecen un porcentaje del valor de la contratación de 

cuatrocientas mil líneas de telefonía celular, esto  a cambio de que cumpliera tres 

condiciones: 1) Protegiera la migración a tecnología GSM, 2) Protegiera que dicha 

migración se realizara mediante un procedimiento de compra abierto licitatorio y 3) Que 

una vez que las áreas técnicas recomendaran la propuesta de Alcatel, él la votara 

favorablemente. 
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No obstante lo dicho, el propio voto de mayoría reconoce que la determinación 

de migrar fue determinada por las áreas técnicas del ICE y en ellas, lo declara el propio 

Lobo Solera él no tenía injerencia, ni nunca habló o procuró nada en el sentido de que se 

migrara. 

Segundo, el propio voto de mayoría reconoce que la decisión de cómo adquirir, 

mediante compra directa o procedimiento abierto o concursal, NO LE CORRESPONDÍA y 

NO LE CORRESPONDIÓ determinarlo  al ICE, mucho menos a su Consejo Director y 

menos a Lobo Solera sino a la Contraloría General de la República. Señala el voto de 

mayoría: 
“La propuesta que hace el ICE a la Contraloría General de la República fue 

rechazada, y, en su lugar, autorizó la implementación de un Procedimiento Concursal 

Abreviado para la ampliación de la red celular en  las cuatrocientas mil soluciones de 

telefonía móvil que pretendía el ICE. Lo anterior se desprende del acta certificada de 

la Sesión Nº 5260 del Consejo Directivo del ICE (folios 3270 a 3274, Tomo VIII, 

prueba Nº 2 y Anexo Nº 1 del informe 297-540-04/05), según dicha prueba, el 25 de 

enero de 2001 se conoció el oficio Nº 813 de 23 de enero de 2001, suscrito por el 

Licenciado Manuel Martínez Sequeira Gerente de la División de Asesoría y Gestión 

Jurídica de la Contraloría General de la República, en la que se brinda respuesta a la 

Gestión interpuesta por el ICE, para que se le autorizara a la realización de una 

contratación directa para brindar 400.000 soluciones telefónicas con tecnología móvil 

GSM.  En dicha nota -según se desprende de la citada acta-, el ente contralor indica 

que no considera viable  la contratación directa propuesta y por existir evidentes 

motivos de interés público, se autoriza al ICE para que implemente un 

Procedimiento Concursal Abreviado … Fue la Contraloría General de la República, 

no la junta directiva del ICE, la que finalmente puso límite a la alargada migración 

tecnológica y la que definió como hacerlo para que ésta se diera de manera 

transparente (con la participación abierta de todos los posibles proveedores) y no 

como lo pretendía su consejo director, reducido al círculo de 5 proveedores (donde 

figuraba Alcatel junto con quienes antes habían sido contratadas directamente, sea 

Ericsson y Lucent). Aún así se supone que desde que en la sesión 5260 (25-01-

2001), artículo único, se informa que mediante oficio 813 del 23 de enero de 2001, la 

Contraloría General de la República ha indicado a la junta directiva del ICE que ya 

no puede realizar más compras directas, sino que debe implementar un proceso 

concursal abreviado, dicho órgano colegiado acataría tal directriz expresa de no 
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continuar con la aludida modalidad de contratación. Al menos así también parece 

interpretarse que lo hará cuando en la sesión extraordinaria dispone implementar la 

tecnología GSM y a través de los diarios invita a todos los potenciales oferentes. 

 

De lo anterior deviene una evidente contradicción en el voto de mayoría, o es 

que Lobo Solera se comprometió y cumplió las exigencias de Alcatel como parte de  la 

propuesta de corrupción que se le hizo o es la Contraloría en su caso y las instancias 

técnicas las que determinaron, no solo le modo de contratación, sino la migración misma a 

la tecnología GSM, pero ambas proposiciones no pueden ser  al mismo tiempo, ambas 

verdaderas.  

Ambas proposiciones son evidentemente contradictorias. O Lobo Solera dice la 

verdad y el tenía control, algún grado de control, sobre esos temas, por esto se le exigen su 

cumplimiento  para recibir la dádiva o miente y esto, como acepta el Tribunal en voto de 

mayoría,  estaba en manos de otros entes en los que o sobre los que Lobo Solera no tenía 

ningún control o influencia, pero ambas proposiciones no pueden ser al mismo tiempo 

verdaderas. 

 

El Tribunal señala, como dije, en forma contradictoria, la credibilidad y la 

falta de credibilidad de la declaración de Lobo Solera sobre aspectos medulares de su 

supuesta intervención en la contratación cuestionada, más aun de su posibilidad de 

cumplir las exigencias requeridas presuntamente por Alcatel, lo cual hace contradictoria 

la fundamentación, anulándose recíprocamente ambos argumentos y dejando la resolución 

sin una adecuada fundamentación. 

Existe una  clara contradicción en el análisis que se hace de los elementos, 

dado que como dijimos, por el principio de no contradicción se sostiene que  dos juicios 

opuestos entre sí no pueden ser ambos al mismo tiempo verdaderos, dos juicios 

contrastantes entre sí, se anulan. 

 



Página - 44 

Igualmente resulta contradictoria la resolución en cuanto a que tiene por 

probado que para el cuatro de diciembre del 2000, Lobo Solera había recibido la 

propuesta de corrupción de Alcatel, había consultado a mí representado y había sido 

determinado a delinquir, este tema de la consumación lo veremos adelante, pero es 

evidente que el Tribunal funda la responsabilidad de mi representado en el hecho de que 

en la reunión supuestamente realizada el 4 de diciembre en su casa, determinó a Lobo 

Solera a delinquir, no obstante tiene por acreditado, sin duda alguna que el cinco de 

diciembre, al día siguiente de que Lobo Solera fue determinado para delinquir, vota 

favorablemente extremos contrarios al supuesto acuerdo ya aceptado, primero vota por 

una Compra Directa, cuando Alcatel le exige una proceso de contratación abierto y 

además no vota a favor de Alcatel, sino de toda su competencia. 

 

Puesto  que resultan totalmente contradictorias dichas afirmaciones no 

pudiendo ser ambas al mismo tiempo verdaderas y resultando ello en que la 

fundamentación es incoherente y por tanto nula y susceptible de apelación, expresamente 

solicitamos al Tribunal de Apelaciones, se declare con lugar este motivo de apelación, 

anulando la resolución recurrida por fundarse en proposiciones contradictorias de las 

cuales hace o pretende derivar responsabilidad penal de mi representado.  

 

MOTIVO DE APELACIÓN: VIOLACIÓN DE LAS REGLAS DE LA SANA 

CRÍTICA en la determinación y fundamentación de los hechos. Violación de los numerales 

204, 361 y 369 inciso  d) del Código Procesal Penal. 

 

Como dijimos en el motivo anterior, las normas citadas establecen que la 

resolución judicial debe dictarse, en relación a la apreciación de las pruebas, en las  

reglas de la sana crítica: la lógica, la experiencia y la sicología.  

En el presente caso resulta evidente que la resolución transgrede 

flagrantemente las reglas de la lógica concretamente las de la derivación. 
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Según la regla de la derivación o la razón suficiente, el razonamiento del 

juzgador no solo debe ser coherente sino derivado, a efecto de adquirir el estatuto de 

verdad judicial.  

En tal sentido, en el análisis de los medios probatorios la resolución debe 

evaluarlos de modo que sean al tiempo veraces y suficientes para fundar el reproche. 

En el presente caso la resolución viola flagrantemente las regla lógica de la 

derivación, al estimar, con fundamento en la prueba, que existió una conducta ilícita de mi 

representado, a pesar de que  todos los elementos probatorios lo que señalan, incluso el 

mismo Lobo Solera, es que no existió ninguna conducta por parte de mi representado que 

favoreciera de modo alguno a Alcatel o su contratación por parte del ICE. 

 

Decimos que hasta Lobo Solera lo reconoce cuando señala que la decisión de 

presuntamente consultar a mi representado se da luego de la supuesta reunión en “La 

Casona” y cuando luego de meditarlo en su casa determina que es una asunto muy 

complejo, con muchas personas involucradas y que necesita de una autoridad de mayor 

rango, para de ser necesario, lo ayude en el consecución de sus obligaciones, algo que 

nunca ocurre. 

Señala Lobo Solera en su versión transcrita en sentencia: 

 
“Me fui para mi casa y medité. Me puse a analizar la situación y con el antecedente 

de lo cobrado a Guardia, quien me dijo que él le giraba dinero a don Miguel Ángel; 

entonces, yo asumí que tendría que contar con la promesa de don Miguel Ángel o 

negarme. Estuve meditando, eso fue un sábado y tomé la decisión de pedirle una cita 

a don Miguel. Lo llamé a su casa, le dije.” 
 

Como se ve, de la versión de dicho imputado, él determina en su casa, luego de 

recibir la propuesta de los funcionarios de Alcatel, que el asunto era muy complejo y que 

necesitaba contar con el apoyo, dice, del Presidente, para seguir adelante, pero que nunca 

requirió de solicitarle nada porque el procedimiento “iba muy fluido”.  
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Lo anterior resulta esencial para corroborar dos cosas, no existe técnicamente, 

en ninguno de los elementos de prueba incorporados al debate, uno solo del cual derivar 

legítimamente la existencia de una conducta ilícita de mi representado, por el contrario, 

como señalábamos anteriormente, cuando Lobo Solera refiere su participación se limita a 

señalar que él consulta presuntamente al Presidente por si se requería la ayuda de una 

autoridad superior, lo que confiesa nunca fue necesario. 

 

Pero más grave aun, el propio voto de mayoría lo tiene así probado, pues en el 

hecho noventa y uno señala: 

 
91) Acto seguido, el imputado  Lobo Solera regresó a su casa y analizó la propuesta 

ilegal que se le había realizado, llegando al convencimiento de que era un asunto 

complejo,  con muchos intereses de por medio y decidió que para poder proceder, era 

imprescindible  ser autorizado por el encartado Miguel Ángel Rodríguez Echeverría, 

en atención a que éste previamente le había indicado realizar gestiones de cobro a 

Alcatel. Además existía una dependencia jerárquica derivada de un vínculo político 

de muchos años, y la relación de autoridad que, en su condición de Presidente de la 

República ostentaba el imputado Rodríguez sobre el encartado Lobo Solera. 

 

En otras palabras, aun en el supuesto de que Lobo les informara a los 

funcionarios de Alcatel que requería de una autoridad superior, en ninguna de sus 

versiones señala que les informara que se trataba del Presidente de la República, de hecho 

esta decisión de comunicárselo supuestamente al Dr. Rodríguez surge luego de que medita 

el tema en su casa y simplemente para el caso d que requiriera de alguna ayuda que 

reiteramos, no fue necesaria nos dice Lobo. 

 

La resolución así es violatoria de las reglas de la sana critica al no contar con 

elementos suficientes del los cuales hacen derivar el juicio de reproche, y al haberse 

transgredido las normas citadas en el encabezado de este motivo, solicito declarar con 

lugar el presente Recurso de Apelación y anular la resolución recurrida. 
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En el presente grupo de motivos analizaremos las violaciones al debido 

proceso y garantías procesales en que se ha incurrido por parte del voto de mayoría al 

rechazar de manera injustificada las objeciones que la defensa planteo acerca de los vicios 

en el proceso de indagatoria de mi representado y la violación del ordenamiento procesal 

al aceptarse por válido un Criterio de Oportunidad a favor de Lobo Solera, no solo ilegal 

sino contrario a la naturaleza misma del instituto por una errónea aplicación por parte del 

Ministerio Público. 

 

MOTIVO DE APELACIÓN: VIOLACIÓN DE LAS REGLAS DE 

INTIMACIÓN AL IMPUTADO. Violación de  los numerales 92 y 369 inciso  j) del Código 

Procesal Penal. 

Durante la fase conclusiva del debate, tanto el codefensor Araya Vega como el 

suscrito, planteamos el tema de que nuestro representado no habría sido debidamente 

intimado durante la etapa de investigación por los hechos por los que finalmente se le 

acusa y condena. 

 

El fundamento de tal cuestionamiento radica en el hecho de que dado que la 

Sala Constitucional ha declarado que la Intimación es parte del Debido Proceso (votos 

9879-2001 y 1739-92. Sala Constitucional) y consiste en que el imputado no solo debe ser 

informado de la calificación provisional que se ha hecho de los hechos investigados o 

conocer la prueba con que cuenta el Ministerio Público en ese momento, sino 

fundamentalmente, asociado como señala Llobet, a su derecho de abstención, a conocer 

los hechos concretos por los que se le investiga. 

 



Página - 48 

Evidentemente, como resulta lógico, los hechos por los cuales en su 

oportunidad se intima al imputado podrían variar y esto obliga a que en caso de que esa 

variación afecte  o haga variar la posible responsabilidad, es obligación del Ministerio 

Público volver a indagar al imputado, intimándole de los nuevos hechos que se le 

atribuyen. 

 

Ejemplo típico es el caso de un robo con violencia sobre las personas en la que 

la víctima resulta lesionada, el imputado es indagado por el robo, sin embargo si el 

ofendido o víctima muere, debe ser reindagado por esa muerte que se adecua al delito de 

homicidio calificado, en este caso hipotético, la prueba puede ser la misma, pero los 

hechos difieren y obligan a indagar de nuevo al imputado. 

 

Esto precisamente es lo que se planteo al tribunal, mi representado fue 

indagado el día 15 de octubre con fundamento en los hechos que Lobo Solera había 

aceptado, consistentes, como se le acreditó al Tribunal en conclusiones, documentalmente, 

en la afirmación de que él, Lobo Solera, luego de la adjudicación a Alcatel habría recibido 

sin promesa anterior una dádiva. En esos hechos Lobo no señala que requiriera ayuda de 

mi representado o que se hubieran dado la reunión con funcionarios de Alcatel en “La 

Casona” ni en casa de mi representado. Se le intimó así que según Lobo, de las dádivas 

recibidas una parte se la da a mi representado. 

 

No obstante cuando Lobo Solera cambia su versión en mayo del 2005, a 

propósito del ofrecimiento de un procedimiento abreviado, luego usado para beneficiarlo 

con un criterio de oportunidad, Lobo Solera varía radical y sustancialmente los hechos y 

señala que su versión original, dada, como señaló en debate, por su conocimiento o barniz 

jurídico y como mecanismo de auto justificación y de búsqueda de una menor 

responsabilidad, ¡debe ser entendida¡ en el sentido no de que recibió la dádiva sin 

promesa anterior, sino que hubo una reunión en “La Casona” en Alajuela en la cual 

Sapsizian y Valverde le proponen el pago de una dádiva a cambio del cumplimiento de tres 
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condiciones de ayuda a favor de Alcatel y que el pareciéndole atractiva y aceptando en 

principio la propuesta, luego de meditarlo en su casa, determina consultárselo al 

Presidente de la República, el Dr. Rodríguez. 

 

Evidentemente entre unos y otros hechos existe una grandísima diferencia, en 

un caso se trata de una dádiva sin promesa anterior y sin actuación de mi representado, 

salvo a su vez la recepción de presuntas dádivas relacionadas con el dinero recibido por 

Lobo de Alcatel y en la segunda versión existe una supuesta participación “previa” de mi 

representado, con reunión incluida, en la que se le informa de la propuesta de corrupción 

hecha a Lobo Solera y la favorece. 

 

El tema es entonces que dado que a mi representado solo se le intimó por los 

primeros hechos y luego nunca se ordenó una nueva indagatoria para intimarlo por los 

nuevos hechos relatados por Lobo, existe una violación flagrante de sus derechos 

constitucionales y legales, insubsanable por tratarse de la violación de derechos 

fundamentales sin embargo (Art 178 del CPP), sorprendentemente el Tribunal afirma, en 

su voto de mayoría, que no existe vicio alguno e invirtiendo las responsabilidades 

procesales dice por un lado que era obligación de mi representado o su defensa solicitar la 

nueva intimación, lo cual es un absurdo que atenta contra el principio constitucional de no 

auto-incriminación y segundo porque la competencia sobre el control del proceso 

corresponde al Ministerio Público. Es interés del Ministerio Público que se cumpla el acto 

de la intimación, dado que por ley se le confirió esa facultad con la reforma que da origen 

al Código Procesal actual y finalmente porque no es tarea de la defensa, no es 

competencia de la defensa el decidir si se intiman nuevos hechos al imputado, lo que sí es 

de competencia de la defensa es que debidamente intimado, el imputado declare o no. 

 

Así, el tema pasa por el hecho de que el Dr. Rodríguez no fue intimado sino por 

la recepción de dos cheques  librados de la cuenta de la esposa de Lobo Solera a favor de 

la esposa de mi representado,  la entrega supuesta de 360,000 dólares, que debemos 
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señalar fue descartada, así como la recepción de unos certificados con el tercer pago 

señalado por Lobo Solera el 30 de setiembre del 2004, el resto de las supuestas 

recepciones de dinero son hechos por los cuales mi representado nunca fue intimado y por 

tanto nunca fue indagado, así como tampoco lo fue por la existencia de la supuesta reunión 

en su casa, en la que supuestamente determinó a Lobo a delinquir, sea NUNCA FUE 

INTIMADO POR INSTIGACIÓN, impidiendo, de conformidad con el debido proceso, ser 

juzgado y menos condenado por tales hechos. 

 

A este requerimiento el tribunal, en su voto de mayoría responde con el 

siguiente argumento espurio: 

 
“… no hubo tal afectación al derecho de defensa pues “...Para cumplir con el deber 

de una correcta imputación, no es necesario que se digan todos los pormenores del 

hecho que se acusa, sino aquellos que son necesarios con el propósito (a) de 

posibilitar la contradicción y ofrecimiento de prueba, (b) tipificar preliminarmente la 

conducta investigada y (c) hacer el juicio de irreprochabilidad de la misma...” 

(Sentencia Nº 926-2008 de Sala Tercera). Por ende, el hecho que a ese momento la 

representación fiscal únicamente contara con determinada prueba, no es motivo para 

considerar que la actuación fue inadecuada, porque si la defensa tuvo conocimiento de 

que, con posterioridad otro material fue recabado, ello no era obstáculo para que 

Rodríguez Echeverría solicitara la ampliación de su primera declaración, máxime que 

desde entonces contaba con la asistencia técnica de dos profesionales en derecho. Por 

lo demás, sostener la posición del gestionante conduciría al absurdo de que, 

impuesto de cargos al encartado, no pueda el Ministerio Público continuar con la 

etapa investigativa lo que, jurídicamente es procedente, habida cuenta que respecto 

del nuevo material probatorio que se acopie, y las consecuencias que sobre los 

hechos y la calificación legal generen, existen otros momentos procesales para 

garantizar, al encartado y su defensa, el ejercicio de sus derechos constitucionales de 

defensa, contradictorio, etc., como son al darse traslado de la acusación, en la 

audiencia preliminar y al mismo inicio del debate. 

 

Precisamente la propia cita jurisprudencial nos da la razón, el imputado debe 

ser intimado acerca de los hechos que se le imputan, no todas las circunstancias de hecho, 



Página - 51 

pero si las fundamentales para adecuar la conducta a un tipo penal, y poder ejercer el 

derecho de defensa, algo que no ocurre en este caso, en el que la intimación, basada en la 

primera declaración de Lobo Solera no es ni por asomo similar a la contenida en su 

segunda declaración, no solo por las circunstancias de hecho mismas, sino por la 

variación en las supuestas conductas de participación y su adecuación típica, por esto mi 

representado debía ser reindagado luego de la variación en la declaración de Lobo Solera 

en mayo del 2005, cosa que no ocurrió. 

Por otro lado no se cuestionó el tema de la prueba que pudiera tener en ese 

momento, 15 de octubre del 2004,  la fiscalía, que aunque acreditamos nos fue ocultada, al 

menos  parte de ella, lo cierto es que el cuestionamiento no es sobre un problema de 

pruebas, sino de hechos, de los hechos por los que mi representado fue intimado o mas 

bien por los hechos por los cuales NUNCA FUE INTIMADO. 

 

Entonces sostener, como hace la mayoría que es un absurdo nuestro 

cuestionamiento, porque de aceptarse se paralizaría la etapa de investigación es un 

mecanismo de evadir el punto concreto señalado por la defensa, no es de prueba, reitero, 

es de hechos y cada vez que los hechos varíen, tantas veces se debe indagar al imputado 

por esos nuevos hechos, de ser los mismos susceptibles de adecuar a otro tipo penal. En 

este caso tal esencialidad deriva de que se afirma que mí representado instigó a Lobo y 

esto no era un hecho conocido en el expediente al momento de que mi representado 

declara, sino hasta ocho meses después, cuando Lobo da su segunda versión de los hechos. 

 

En cuanto a que la defensa podía solicitar esa nueva indagatoria, ya 

señalamos, no es una competencia de la defensa hacerlo cuando se producen hechos 

nuevos, sino solo cuanto por estrategia de defensa se determina ampliar la declaración 

indagatoria, que es un supuesto diametralmente distinto al planteado. 

La resolución continua luego haciendo afirmaciones contrarias al debido 

proceso y señala: 
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Es más, en esos mismos momentos pudieron hacerse similares señalamientos a los 

actuales si lo que se buscaba era la corrección de actividades presuntamente 

cumplidas de manera inadecuada. Por ejemplo, durante la etapa preparatoria el 

imputado pudo solicitar comparecer para rendir una nueva declaración; también 

cuando, previo a la audiencia preliminar, fue impuesto de los hechos acusados pudo 

solicitar se permitiera referirse a ellos e, incluso, aportar nuevo material probatorio si 

fuese de su interés. Precisamente con ese propósito el numeral 316 del Código 

Procesal Penal determina que, al formularse la acusación, el tribunal del 

procedimiento intermedio notificará a las partes y pondrá a su disposición las 

actuaciones y evidencias reunidas durante la investigación, convocándolas a la 

respectiva audiencia. También, habiendo procedido la fiscalía a realizar distintas 

correcciones a dicha pieza y otorgándose un plazo adicional a las partes para su 

estudio, en ese momento pudo protestar y requerir se le permitiera referirse a los 

hechos presuntamente desconocidos e, incluso, solicitar la reposición de plazos o 

proponer diversos elementos probatorios.  Y si lo anterior no fuera suficiente: Es 

decir, si durante todas las oportunidades antes señaladas el encartado tuvo acceso a la 

acusación y a la prueba ofrecida para el juicio, aparte de que también se le notificó el 

auto de apertura donde se incluyen las circunstancias fácticas del delito atribuido 

¿Cómo puede justificar el presunto desconocimiento de los hechos endilgados? 

Definitivamente conforme a las circunstancias descritas, este tribunal descarta 

cualquier afectación al derecho de defensa así como la específica lesión al derecho de 

imputación, pues Rodríguez Echeverría sí conoció en cada uno de esos momentos el 

detalle de las imputaciones. No obstante, aun asumiendo hipotéticamente que 

Rodríguez Echeverría no fue impuesto en etapas precedentes al debate de los hechos 

acusados y que fue convocado bajo tales circunstancias al juicio, no entiende el 

tribunal cómo puede continuar sosteniendo tal tesis si al inicio de éste la fiscalía hizo 

formal lectura de la acusación con inclusión de los hechos 100, 103 y 106 y al 

momento de su identificación también este tribunal le preguntó si había comprendido 

los hechos de la acusación y si era su deseo referirse a ellos. ¿Qué relevancia reviste 

ese cuestionamiento si presentes en ese momento Rodríguez Echeverría y sus tres 

asesores legales, todos escucharon tales imputaciones y las denominaciones jurídicas 

que le fueron asignadas? Es evidente, entonces, que cualquier eventual defecto en 

relación con una omisa o incompleta intimación quedó subsanado durante el debate, 

etapa en la cual se impuso de los hechos acusados y pudo participar plenamente de la 

actividad probatoria. 
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Este argumento esgrimido por el voto de mayoría es una flagrante violación del 

debido proceso y por eso entendemos que las señoras co-juezas pretendan no ser la boca 

de la ley, pues la están violando flagrantemente. 

 

El tema es absoluta y diametralmente distinto a lo que resuelve la mayoría, el 

tema es que mi representado no fue intimado por los hechos que se le acusaron, nunca fue 

intimado de hechos de instigación, la nueva intimación se debía producir al momento que 

se insertan hechos nuevos, lo que no ocurrió ni en la etapa intermedia ni en el debate, 

como falazmente se afirma por el voto de mayoría, lo que ocurrió al inicio del debate es 

que la fiscalía, en los actos iniciales del debate RECALIFICO los hechos a una figura más 

grave, Corrupción Agravada por Cohecho Propio, pero NO HUBO VARIACIÓN ALGUNA 

DE LOS HECHOS ACUSADOS. 

 

De haber variado los hechos y en cumplimiento del debido proceso, era 

obligatoria la aplicación del numeral 347 del Código Procesal Penal que dispone que si en 

el debate se varía la acusación mediante la inclusión de un hecho nuevo, sobre este hecho 

se debe intimar y recibir declaración del imputado, previa advertencia de sus derechos y 

facultades que la misma norma le otorga. 

 

Evidentemente dicha norma dispone esto para la etapa de debate,  pero 

resuelve el tema general y que es aplicable en todo momento del proceso, en virtud del 

debido proceso y la inviolabilidad de la defensa  cuando se determiné por parte del 

Ministerio Público la existencia de un hecho diverso al originalmente intimado, por ese 

hecho o hechos  debe ser nuevamente intimado el imputado y podrá rendir declaración. 

 

Siendo así y tratándose de una infracción que lesiona un derecho fundamental 

del imputado (178, inciso a del CPP), el derecho de defensa, es evidente que el vicio NO 

ES SUBSANABLE, así, porque en el debate se le lea la acusación al imputado no se 

subsana el vicio que se  trae de la etapa de investigación y solo podía ser subsanado 
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mediante la indagatoria oportuna del imputado, como al efecto dispone el numeral 178 

inciso a), por tratarse de un derecho de naturaleza constitucional y como ha señalado la 

Sala Constitucional, Supra Constitucional, al ser un derecho fundamental consagrado en 

una convención internacional (Pacto de San José y Declaración Universal de los Derechos 

del Ser Humano) suscritos por nuestro país. 

 

Así la solución de la convalidación en juicio, previo reconocimiento que hace 

la mayoría de que efectivamente mi representado no fue indagado por los hechos que se le 

acusan, constituye una violación absoluta del debido proceso y ello deriva en que los 

procedimientos seguidos en su contra hasta la sentencia se encuentran absolutamente 

viciados, procediendo como única solución la anulación de la sentencia y el dictado del 

sobreseimiento que corresponde al no ser posible retrotraer el asunto a etapas ya 

precluidas,  dada la invalidez absoluta de todo lo actuado a partir del momento final en el 

que en la etapa de investigación se dio por terminada y no se intimó a mi representado por 

los nuevos hechos contenidos en la declaración de Lobo y por tanto en la acusación. 

 

Por lo expuesto solicito que en cumplimiento del debido proceso se acoja el 

presente motivo y se ordene la invalidez de la sentencia recurrida y se ordene el dictado de 

la sentencia de SOBRESEIMIENTO  en etapa de juicio que corresponde, por no ser  

subsanable el citado vicio. 

 

MOTIVO DE APELACIÓN: VIOLACIÓN DE LAS REGLAS DE 

APLICACIÓN Y CONTROL DEL INSTITUTO DEL CRITERIO DE OPORTUNIDAD. 

Violación de  los numerales 22, 361 inciso a)  y 369 inciso  j) del Código Procesal Penal. 

 

Este tema está relacionado no solo con los temas de aplicación y ejercicio del 

control jurisdiccional del instituto, sino fundamentalmente con las competencias y 

atribuciones del Tribunal de Juicio frente a un cuestionamiento de un criterio de 

oportunidad. 
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Efectivamente en este último punto, frente a los cuestionamientos 

interlocutorios que hizo la defensa del tema del criterio de oportunidad, por resolución de 

las mismas juezas que dictan la sentencia condenatoria de mayoría, resolución de las 13  

horas 30 minutos del 2 de setiembre del año 2010, se estableció por las señoras co-juezas 

que el tribunal de Juicio NO ERA COMPETENTE para conocer los cuestionamientos 

hechos al Criterio de Oportunidad otorgado a favor de Lobo Solera, diciendo que 

corresponde esta facultad a la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. 

 

Amen de ser una renuncia ilegal, incluso inconstitucional de las competencias 

del Tribunal Penal, que le corresponde conocer de todas las cuestiones debatidas y ejercer 

un control jurisdiccional del debido proceso, tal como ordena la ley procesal vigente, es 

claro que la competencia del Tribunal de Apelaciones viene determinada por lo que sobre 

un punto específico resuelve un Tribunal de Juicio. 

 

Sí la competencia es derivada de lo que resuelva el ad quo, es evidente el grave 

error de concepto en que incurre la mayoría del Tribunal, no obstante es lo cierto que 

tanto por la resolución dicha como por la sentencia que recurrimos, que reitera algunos 

argumento de la resolución interlocutoria, es evidente que el tema del Criterio de 

Oportunidad otorgado a Lobo Solera presenta tales vicios que lo hacían inaceptable por 

un Tribunal de la República y por tanto la declaración de Lobo, tenida como prueba en el 

voto de mayoría resulta ilegítima y debe ser excluida y la aplicación misma del instituto 

procesal del criterio de oportunidad en este caso.. 

 

Como señala el voto de minoría del señor Juez Camacho, la resolución y el 

procedimiento seguido para la aplicación de dicho instituto a favor de Lobo Solera 

transgreden el debido proceso. 
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En primer lugar señala el voto de mayoría que no resultaba posible y de su 

competencia entrar a conocer el tema  de si corresponde a un juez distinto al de la etapa 

Intermedia conocer o no del Criterio de Oportunidad, sin embargo contradictoriamente en 

sentencia determinan que es a partir de la comparación de las supuestas 

irreprochabilidades atribuibles a Lobo Solera, frente a Guardia Mora, Valverde Acosta y 

Rodríguez Echeverría que se puede determinar que supuestamente la conducta de Lobo 

Solera, AUTOR PRINCIPAL, es menos reprochable. 

 

Sin embargo tal posibilidad le fue negada a la jueza que conoció de la solicitud 

de aplicación del criterio de oportunidad, violentándose así el control jurisdiccional del 

criterio de oportunidad establecido en la ley procesal, a la Jueza a la que le fue presentada 

la solicitud de la fiscalía no se le permitió establecer si era cierto que la conducta de Lobo 

Solera era más o menos reprochable que la de los otros tres imputados mencionados.  

Es precisamente el razonamiento que hace el Tribunal de la posibilidad de 

comparar la menor irreprochabilidad o menor gravedad del hecho, entre los distintos 

agentes involucrados en el instituto, lo que se le violentó, pues al dividir las competencias, 

de manera deliberada por la fiscalía, de modo que un juez conociera de la solicitud de 

aplicación del Criterio de Oportunidad y otro de la Acusación, impidió que se pudiera 

realizar de forma alguna ese control acerca de la mayor o menor irreprochabilidad que 

exige el ordenamiento, tornando el procedimiento de otorgamiento del instituto en 

totalmente viciado, violatorio del debido proceso y del ordenamiento, no por una nulidad 

por la nulidad misma, sino porque de la aplicación o no del instituto deriva el ejercicio del 

derecho de defensa de mi representado, su ejercicio real y no simplemente formal, más aun 

cuando el imputado beneficiado tiene la virtud de convencer a un tribunal que determina 

que no es necesaria la existencia de pruebas que corroboren su dicho, sino que el 

problema es de simple credibilidad o no 

 

Dado que como vimos la declaración del imputado colaborador, dentro del 

instituto del “CRITERIO DE OPORTUNIDAD” (Art 22  del Código Procesal), no es 
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PRUEBA, sino que su contenido debe estar acompañado de medios de prueba lícitos que 

permitan corroborar o validar la versión de dicho imputado y que allí estriba el valor de 

dicha declaración NO como MEDIO DE PRUEBA, sino como medio de OBTENER 

PRUEBA de conformidad con el numeral 22 del CPP que dispone “… y el imputado 

colabore eficazmente con la investigación, brinde información esencial para evitar que 

continúe el delito … ayude a esclarecer el hecho investigado u otros conexos o proporcione 

información útil para probar la participación de otros imputados …” 

 

Es evidente que el Juez que aprueba dicho criterio, debe tener a su haber la 

totalidad de posibles irreprochabilidades, o sea la acusación y la solicitud de aprobación 

del citerior de oportunidad y resolver, como exige la ley al finalizar la Audiencia 

preliminar, numerales 37 y 319 del Código de rito violados por el voto de mayoría. 

 

En segundo lugar no procedía evadir la resolución del criterio de oportunidad 

y señalar, como lo hace el voto cuestionado que Lobo Solera declaro  movido por un 

interés altruista, pues como ya vimos antes, es evidente el interés espurio del confeso Lobo 

Solera y que no resulta necesario ni ejercer un control jurisdiccional, que nunca existió 

sobre el instituto ni menos que lo dicho sea acreditado, evidenciando la errónea aplicación 

del instituto en juicio y la credibilidad del “colaborador” 

 
“ii) tornar inocuo el uso de colaboradores en debate, pues para cada una de sus 

afirmaciones habría que contar con elementos probatorios adicionales, en cuyo caso 

qué sentido tendría la utilización del criterio de oportunidad, ¿cuál sería el interés de 

la Fiscalía de llevar al colaborador al juicio si contara con otras pruebas en relación 

con todos y cada uno de los eventos por él narrados? De ahí que se haya requerido 

un mínimo probatorio de su versión general, conforme lo ha interpretado la 

jurisprudencia nacional. 

 

Como tampoco es cierto la reiteración de que el cuestionamiento  
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“… generaría dos consecuencias: i) establecer contra legem un sistema de prueba 

tasada, al negarle -de partida- todo valor probatorio a las declaraciones de co-

imputados, o bien, de imputados colaboradores, cuando –contrariamente- se les ha 

reconocido ese carácter únicamente que con algunas condiciones; y ii) tornar inocuo 

el uso de colaboradores en debate, pues para cada una de sus afirmaciones habría que 

contar con elementos probatorios adicionales, en cuyo caso qué sentido tendría la 

utilización del criterio de oportunidad, ¿cuál sería el interés de la Fiscalía de llevar al 

colaborador al juicio si contara con otras pruebas en relación con todos y cada uno de 

los eventos por él narrados? De ahí que se haya requerido un mínimo probatorio de 

su versión general, conforme lo ha interpretado la jurisprudencia nacional” 

 

Ya vimos en torno a lo afirmado por el voto de mayoría que sería ilegal otorgar 

dicho beneficio a un imputado cualquiera cuando el Ministerio Público tienen sin su ayuda 

toda la prueba, pues sería una violación flagrante del principio de legalidad procesal 

penal, evidenciándose solo la errónea percepción e interpretación del instituto por el 

Tribunal que resulta así erróneamente aplicado, produciendo el que se afirme se sustenta 

un criterio de irreprochabilidad en contra de mi representado, lo cual solo deriva de la 

errónea aplicación del instituto. 

  

No compartimos tampoco la afirmación del tribunal en su voto de mayoría 

cuando dice que la Sala Tercera ha interpretado erróneamente el Tema de la mayor o 

menor irreprochabilidad diciendo: 
A pesar de la citada reforma, la Sala Tercera en el pronunciamiento Nº 136-2003,  

transcrito en el Nº 1061-2008, sostuvo que para la aplicación del criterio de 

oportunidad era exigido que "...la acción penal de la cual se prescinde, resulte 

considerablemente más leve que los hechos punibles cuya persecución facilite." Lo 

anterior llevó al órgano de casación a sostener que como la relación de hechos 

probados y la prueba evacuada determinaban que los tres acusados eran coautores en 

los ilícitos, la selección de un imputado para ser llevado a juicio y de otro para 

aplicarle un criterio de oportunidad fue caprichosa y dio lugar a la arbitrariedad y a la 

inseguridad por haberse incumplido el presupuesto de que "...la participación del 

“arrepentido” sea considerablemente más leve que la de aquél a quien se quiere 
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perseguir." (el subrayado no corresponde al original). Respecto de tal posición 

jurisprudencial caben tres puntualizaciones:  

i) en consideración de esta integración -dicho respetuosamente- en el 

pronunciamiento Nº 136-2003 (también transcrito en el Nº 1061-2008), la Sala 

Tercera hace una aplicación y/o interpretación equivocada del citado presupuesto 

procesal. La exigencia legal para la aplicación del criterio de oportunidad por 

colaboración es la menor irreprochabilidad del beneficiado. No es requisito legal para 

autorizar el criterio de oportunidad que la participación del beneficiado sea 

"considerablemente más leve". Nótese que son dos parámetros de comparación 

distintos la irreprochabilidad y la participación. La primera implica una valoración de 

cada caso concreto y se hace desde la culpabilidad. La segunda puede hacerse en 

abstracto a partir de criterios de autoría y participación, si se sigue un concepto de 

participación en sentido estricto que diferencia entre ambos. Asumir el concepto de 

“participación” no sólo conlleva contradecir lo dispuesto en la legislación, sino 

excluir indebidamente de la aplicación del instituto supuesto donde la participación 

sea igual o menor. 
 

Tales afirmaciones resultan erróneas, en primer lugar porque durante las 

etapas de investigación e  intermedia, que son en las que normativamente puede solicitarse 

y otorgarse el criterio de oportunidad (artículo 24 del CPP), al Juez Penal le esta vedado 

por expresa disposición de la ley (artículo 318 del CPP)resolver cosas propias del Juicio y 

una de las cosas propias del juicio, exclusiva del juicio,  es la determinación de 

irreprochabilidad, que no puede determinarse en ninguna otra etapa más que en la 

sentencia. 

En otras palabras si la tesis del tribunal fuera la correcta y no la expuesta por 

la Sala tercera, el tema del criterio de oportunidad debería reservarse para sentencia, pues 

en ninguna otra etapa del proceso y ninguna otra autoridad jurisdiccional está facultada 

para determinar la irreprochabilidad de un sujeto sino cuando ha determinado la 

existencia del injusto. 

 

Entonces, contrario a lo dicho es el Tribunal y su interpretación la que haría 

INAPLICABLE en todo caso dicho instituto procesal. 



Página - 60 

 

Dado que durante las etapas de Investigación, pero fundamentalmente en la 

Intermedia, el Juez penal si es competente para determinar una mayor o menor gravedad 

de la participación de un sujeto, para hacer aplicable el instituto, como sabiamente ha 

dicho la Sala Tercera, es este el parámetro que debe aplicarse, la mayor o menor gravedad 

del hecho o participación del agente, todo relacionado con el tema de la mayor o menor 

incidencia de la acción atribuida al agente en la lesión al bien jurídico tutelado. 

 

En otras palabras la tesis de la defensa que haría inaplicable de modo absoluto 

el instituto es la que debe rechazarse, aplicando por el contario la tesis expuesta por la 

Sala Tercera y el voto de MINORÍA, y con ello establecer que evidentemente la conducta 

de Lobo Solera es más grave que la de cualquier otro imputado, pues es, como lo señala la 

fiscalía el AUTOR DIRECTO CON PLENO DOMINIO DEL HECHO y por tanto su 

conducta no podría ser menos “reprochable” que la de un participe como dice la sentencia 

condenatoria es la conducta atribuible a él. 

 

Mi representado puede ser el principal ACTOR, pero no es el AUTOR 

PRINCIPAL y por tanto no podía aplicarse dicho criterio a favor d Lobo Solera y 

otorgarle impunidad frente a un instigación que el tribunal reconoce no consiste en una 

acción directa de determinación, sino que fue simbólica.  

Como sustento de lo expuesto anteriormente las propias palabras del voto de 

mayoría, donde reconoce que la irreprochabilidad aparece en la escena jurídico penal tan 

solo en la sentencia, luego de la acreditación del injusto, por lo que su interpretación haría 

inaplicable el instituto por estar vedado a cualquier otro juez prejuzgar sobre la 

culpabilidad de un imputado. 
 

“Ahora únicamente interesa insistir cómo lo señalado en los tres puntos anteriores 

facilita comprender: i) que con el propósito de prever que el colaborador es realmente 

menos reprochable que la persona acusada contra quien ofrece su aporte, corresponde 

a la Fiscalía efectuar tal valoración ex-ante; ii) que el control de dicho mecanismo 
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compete legalmente al juez de la fase preparatoria o intermedia; iii) que de asignarse 

tal evaluación al tribunal de juicio para efectuarla previo al dictado de la 

sentencia implicaría la emisión anticipada del fallo (sobre la tipicidad, 

antijuridicidad, culpabilidad y irreprochabilidad de las personas acusadas), la 

vulneración del principio de inocencia, la inviolabilidad de la defensa y del 

compromiso de imparcialidad, a través de un evidente adelanto de criterio que 

generaría el absurdo de que, habiéndose emitido la resolución respectiva 

mencionando quién es más reprochable a fin de admitir o no la colaboración, ya no 

se pueda seguir con el juzgamiento por haberse adelantado criterio y, de no hacerse 

esto último, no podría avalarse el instituto y hacerse el juzgamiento, lo que, 

evidentemente, es un contrasentido.” (la negrita no es del original) 
 

 Así las cosas y por lo expuesto solicito que en cumplimiento del debido 

proceso siendo evidente la errónea aplicación e interpretación de las competencias del 

tribunal para el ejercicio del control jurisdiccional del criterio de oportunidad, dada la 

errónea interpretación que se hace del instituto en el voto de mayoría es por lo que 

solicitamos se acoja el presente motivo y se ordene la invalidez de la sentencia recurrida 

por estar basada en un criterio de oportunidad ilícitamente otorgado y que en 

consecuencia debiendo excluirse la declaración de Lobo Solera en el juzgamiento de estos 

hechos, por economía procesal se dicte la sentencia de SOBRESEIMIENTO EN JUICIO 

que en derecho corresponde a favor de mi representado. 
  

MOTIVO DE APELACIÓN: VIOLACIÓN DE LAS REGLAS DE 

APLICACIÓN DE LA PENA Y FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Violación de  los 

numerales 361 inciso a)  y 369 inciso  j) del Código Procesal Penal Y 71 del Código Penal. 
 

Impone el voto de mayoría el extremo mayor de la pena a mí representado, lo 

hace diciendo que esto es en virtud de la “mayor irreprochabilidad” de mi representado 

frente al bien jurídico tutelado y por una razón a todas luces espuria, porque mi 

representado era el Presidente de la República y porque Lobo Solera es menos reprochable 

por hablar y porque devolvió una suma de dinero, mientras que mi representado ni 
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devolvió suma alguna, trato de evadir su responsabilidad pretendiendo dar explicaciones 

que resultaron, a juicio de la mayoría, insostenibles y porque no dio explicaciones del origen 

de parte de los dineros recibidos de parte de Lobo Solera. 

 

Estas afirmaciones, aun cuando la mayoría se apura a tratar de señalar que no 

están aplicando la teoría del Derecho Penal de Autor, resulta evidentemente reveladora de 

que efectivamente las razones por las que reimpone la pena máxima son insostenibles: 

 

Primero, la mayor o menor irreprochabilidad no depende de la jerarquía de la 

función que desempeñe el funcionario, sino de la mayor o menor incidencia sobre la lesión 

al bien jurídico en concreto, no en abstracto, sea que para el hecho concreto, los actos del 

responsable son de tal o cual magnitud que determinan la imposición de la pena. 

 

Segundo el ejercicio del Derecho de defensa, que es precisamente el corolario de 

la afirmación de que Lobo confeso y que mi representado no lo hizo es una violación 

flagrante, otra, al debido proceso, no puede imponerse la pena y el máximo de la pena 

porque el imputado hizo ejercicio de un derecho constitucional y legal, tal afirmación 

devienen en arbitraria e ilícita legal y constitucionalmente. 

 

Finalmente se basa en la inversión de la carga de la prueba, no es al imputado 

a quién corresponde demostrar, es a la acusación, de modo tal que el no haber dado, 

supuestamente, dicha explicación de los fondos o hace más o menos reprochable la 

conducta del sujeto. 

 

Esas tres razones derivan en la ilegitimidad del criterio usado por la mayoría 

para establecer la supuesta mayor irreprochabilidad de mí representado frente a Lobo, 
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pero n constituyen una fundamentación del porqué de la imposición de la pena máxima a mí 

representado. 

 

De toda suerte siendo razones ilícitas quedarían excluidas como fundamento de 

la pena impuesta, al serlo y no habiendo concretado las razones no de la supuesta mayor o 

menor irreprochabilidad de mi representado sino de porqué del quantum de la pena, es 

evidente que la pena se impone de manera antojadiza e ilegal, violando el deber de 

fundamentación de la pena. 

Para acreditar el presente motivos debemos transcribir lo dicho por el tribunal: 
 

“la conducta del agente posterior al delito, aunque la defensa de Rodríguez 

Echeverría señalase que no está de acuerdo en que se considere este aspecto en el 

reproche, por imperativo legal debe procederse de forma contraria a su parecer.  

Rodríguez Echeverría no ha realizado acción alguna tendente a reducir el impacto del 

daño provocado en la probidad en el desempeño público, más bien ejerció acciones 
tendentes a generar la convicción de que se trataba de un préstamo de Lobo 

Solera hacia su persona pero esto fue totalmente descartado por este tribunal, 

por supuesto como parte del ejercicio de su defensa plenamente validos pero no por 

ello sujetos a la valoración probatoria.” (la negrita no es del original. 

 

Por ejercer su derecho de defensa se le impone la pena máxima esa es la 

conclusión a la que arribamos luego de leer la fundamentación de la pena por parte del voto 

de mayoría 

 

 

No es posible considerar tampoco como razonable dicha pena si consideramos 

que mi representado actúa, según el voto de mayoría como simple instigador, no como 

autor, que la instigación fue subliminal, un gesto o una división de porcentajes, no la acción 

directa y expresa sobre la psique de Lobo Solera, de modo que resulta desproporcionado 
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que el Autor Directo con Pleno Dominio del Hecho quede impune y al instigador subliminal 

se le imponga la pena máxima prevista por el delito. 

 

Con vista de lo expuesto, dado el carácter espurio de la fundamentación de la 

pena basada en criterios de inversión de la carga de la prueba y irreprochabilidad basada 

en el ejercicio del derecho de defensa, solicito al Tribunal de Apelaciones acoger el motivo 

de falta de fundamentación y adecuada determinación y proporcionalidad de la pena y que 

en caso de no acogerse los otros motivos de apelación por la forma y el fondo y se confirme 

la sentencia recurrida se proceda a adecuar correctamente la pena impuesta hasta un 

extremo equivalente que permita la ejecución condicional de la pena. 
 

 

MOTIVO DE APELACIÓNN: VIOLACIÓN DE LAS REGLAS DE 

APLICACIÓN DE LA NORMA SUSTANTIVA DE LA INSTIGACIÓN. Violación de  los 

numerales 47 y 342 en relación con el 340 del Código Penal. 

 

En este motivo analizaremos el tema de la supuesta adecuación de la conducta 

atribuida a mi representado y su posibilidad de concurrencia frente el elenco de hechos 

probados. 

 

Las normas violadas disponen: 

Cómplices 

ARTÍCULO 47.- Son cómplices los que presten al autor o autores, cualquier 

auxilio o cooperación para la realización del hecho punible. 

 

Cohecho impropio 

ARTÍCULO 340.- Será reprimido con prisión de seis meses a dos años, el 

funcionario público que, por sí o por persona interpuesta, recibiere una 
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dádiva o cualquier otra ventaja indebida o aceptare la promesa de una 

retribución de esa naturaleza para hacer un acto propio de sus funciones.  

(Así modificada la numeración de este artículo por el numeral 185, inciso a), 

de la ley No.7732 de 17 de diciembre de 1997, que lo traspasó del 338 al 

340) 

 

Corrupción agravada. 

ARTÍCULO 342.- Si los hechos a que se refieren los dos artículos anteriores 

tuvieren como fin el otorgamiento de puestos públicos, jubilaciones, 

pensiones, o la celebración de contratos en los cuales esté interesada la 

administración a la que pertenece el funcionario, la pena de prisión será: 

1) En el caso del artículo 340, de uno a cinco años; 

2) En el caso del artículo 341, de tres a diez años. 

(Así modificada la numeración de este artículo por el numeral 185, inciso a), 

de la ley No.7732 de 17 de diciembre de 1997, que lo traspasó del 340 al 

342) 

 
Ahora bien debemos establecer si los hechos que tuvo por acreditados el voto 

condenatorio se adecuan a dichos tipos penales, para lo cual transcribimos los dos hechos 

fundamentales relacionados con mi representado, hechos probados de la sentencia: 
 
 

“90) En ese mismo encuentro, el indiciado Sapsizian le hizo saber al imputado Lobo 

Solera sobre la necesidad de una respuesta urgente, por cuanto según él, saldría 

próximamente del país, a lo cual el imputado Lobo Solera le indicó que en 
principio aceptaba la promesa y el compromiso de realizar las labores 

solicitadas, pero no obstante, les indicó que debía meditarlo, obligándose a 

darles una respuesta final a través del coimputado Valverde, y apercibiéndoles de que 

en caso de llegar a un acuerdo sólo mantendría contacto con alguno de ellos dos.   

91) Acto seguido, el imputado  Lobo Solera regresó a su casa y analizó la 

propuesta ilegal que se le había realizado, llegando al convencimiento de que 

era un asunto complejo,  con muchos intereses de por medio y decidió que 

para poder proceder, era imprescindible  ser autorizado por el encartado 
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Miguel Ángel Rodríguez Echeverría, en atención a que éste previamente le había 

indicado realizar gestiones de cobro a Alcatel. Además existía una dependencia 

jerárquica derivada de un vínculo político de muchos años, y la relación de autoridad 

que, en su condición de Presidente de la República ostentaba el imputado Rodríguez 

sobre el encartado Lobo Solera.” (las negritas no son del original) 

 

Determinados los hechos probados en contra de mi representado resulta 

esencial ver el tema tocado por el voto de mayoría acerca de la consumación, dicen las 

juezas: 

Primero lo que dice Lobo Solera al respecto: 

“Se incorpora en lo conducente, la declaración rendida por Lobo Solera a las 13:30 

horas del 9 de mayo de 2005, de folios 2992 a 3010, al Tomo VIII, concretamente el 

párrafo segundo: "De esta situación hay una persona que tiene información, es un 

amigo personal de la infancia, con el cual me une una relación casi fraterna, a quien 

es su oportunidad cuando fui objeto del ofrecimiento por parte de los 

funcionarios de Alcatel, le comenté de lo que había sido objeto, en otras 

palabras del ofrecimiento, también le señalé que en aras de concretar el 

entendimiento con Alcatel, había conversado con el señor Presidente de la 
República a efecto de tener su ayuda eventualmente, y que había establecido con 

él una relación en la eventual participación en los premios o regalías generadas por 

Alcatel 

 

Según Lobo Solera declara la intervención que él requería, no a la inversa, era 

de que si era necesario poder tener la ayuda del Presidente, evidentemente esto nos apunta 

al hecho, confirmado en sentencia de que Lobo estaba determinado en el momento mismo 

de que recibe la propuesta ilícita y por tanto no podría haber instigación. 

Pero el tribunal abunda el tema señalando: 

 

“ … El hecho 91 de la acusación relata como para Lobo Solera la aceptación de la 

promesa dependía de la autorización de Miguel Ángel Rodríguez, indicándose que 

éste regresa a su casa y analiza la propuesta ilegal que le habían formulado 

hasta llegar al convencimiento de que era un “asunto complejo” pues había 

muchos intereses de por medio. Esto lleva a Lobo Solera a decidir que para 
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poder proceder, era imprescindible ser autorizado por el encartado Miguel 

Ángel Rodríguez. 

 

Incluso el propio voto de minoría señala cual era el objetivo de Lobo, no ser 

determinado sino contar eventualmente con ayuda, así las señoras juezas indican: 

 

“…  Señala que buscó a Rodríguez Echeverría porque aunque, en principio, la oferta 

le parecía atractiva, lo pedido por los corruptores involucraba “algo muy grande” que 

excedía sus capacidades individuales, dado que él solo no podría direccionar el 

criterio de 6 compañeros de la junta directiva, ante lo cual requería de una instancia 

superior a sus capacidades y contar con la aprobación de Rodríguez Echeverría…” 

 

Y finalmente llega a la convicción el voto de mayoría que la instigación no es 

directa sino derivada de la manifestación “vamos 60/40”: 

 
“… Lobo Solera le comunica la promesa remuneratoria. En ese encuentro, a 

sabiendas de que, dada la complejidad de las prestaciones que debía llevar a cabo 

Lobo Solera éste había condicionado su aceptación de la propuesta corruptora a la 

aprobación de Rodríguez Echeverría, éste le manifiesta que está de acuerdo en que 

procedan a lo planteado. Lo anterior porque a pesar de que no le señale expresamente 

que "acepte", lo cierto es que con su manifestación "Vamos 60-40, 60 para mí y 40 

para vos", entre otras, implícitamente lo determina para que proceda con tal 

aceptación, ajustando así su proceder al delito de Corrupción agravada por Cohecho 

impropio, previsto por el artículo 340 y 342 del Código Penal. …” 

 

No obstante todo lo dicho, en el voto de mayoría lo cierto del caso es que este 

tema es resuelto con la simple lectura del hecho probado 90, dice el tribunal que se tuvo 

por probado que: 

 
“90) En ese mismo encuentro, el indiciado Sapsizian le hizo saber al imputado Lobo 

Solera sobre la necesidad de una respuesta urgente, por cuanto según él, saldría 

próximamente del país, a lo cual el imputado Lobo Solera le indicó que en 
principio aceptaba la promesa y el compromiso de realizar las labores 
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solicitadas, pero no obstante, les indicó que debía meditarlo, obligándose a 

darles una respuesta final a través del coimputado Valverde, y apercibiéndoles de que 

en caso de llegar a un acuerdo sólo mantendría contacto con alguno de ellos dos. 
 

Entonces desde el momento mismo  de que se le hace la propuesta Lobo Solera 

acepta la misma, dice el voto de mayoría que dice en Lobo apunta que lo hace “en 

principio” adverbio que según el diccionario “Pequeño Larousse” es provisional, sin 

aceptación plena, lo cual evidentemente no es correcto. 

 

Cuando Lobo Solera dice que acepta en principio, dice que acepta la propuesta 

y la posible condicionalidad es resuelta en el hecho probado 91, necesitaba saber si 

eventualmente mi representado lo podría ayudar en caso de que el asunto se complicara, 

que como vimos nunca ocurre. 

 

En otras palabras Lobo Solera está determinado a cometer el delito en el 

momento mismo que se le ofrece la dádiva que según las normas sustantivas violadas es el 

momento de consumación y no podría mi representado determinar la comisión de un delito 

que YA SE CONSUMÓ, según las propias consideraciones del voto de mayoría 

 

Aceptar en principio revela que Lobo les dice si acepto pero tengo reservas, 

debo pensarlo, que es efectivamente lo que el voto de mayoría dice ocurre cuando llega a 

su casa y viendo la dimensión del caso, decide consultar la eventual colaboración De mi 

representado, esto evidentemente NO ES INSTIGACIÓN, por tanto la norma del artículo 

47 y el 340 sobre el tema CONSUMACIÓN, son flagrantemente violadas por el voto de 

mayoría. 

 

En consecuencia, si Lobo Solera aceptó la propuesta hecha en la misma 

Casona, si luego solo requería eventual ayuda y no ser determinad, evidentemente mi 

representado no lo instigó, dado que señala Castillo González, citado por el tribunal: 
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“Señala Castillo González que "determinar" implica que el instigador influye de 

manera inmediata en la voluntad del autor o, dicho de otro modo, “causa” o “hace 

nacer” en el autor la resolución de cometer el delito (Op. cit., p. 499). En torno al 

tipo subjetivo, el instigador debe determinar a otro y hacerlo intencionalmente, es 

una acción dolosa y no cabe la culpa ni el dolo eventual. (Op cit., p 510). Se habla 

impropiamente de un doble dolo: i) que el instigador actúe dolosamente respecto de 

su propia actividad como determinador. ii) También el instigador debe tener un dolo 

dirigido a la realización dolosa por el autor del hecho punible consumado. (Op. cit., 

p.511).” 

 
En consecuencia, sí Lobo Solera aceptó la propuesta hecha en la misma 

Casona, si luego solo requería eventual ayuda y no ser determinado, evidentemente mi 

representado no lo instigó y por tanto la resolución recurrida aplica de manera incorrecta 

las normas de la instigación y la consumación del Cohecho Impropio. 

 

Por lo expuesto solicito al Tribunal de Apelaciones  acoger el presente motivo  

y constatando que de los hechos probados se deriva que Lobo Solera consumó el delito 

antes de reunirse supuestamente con mi representado, que ya estaba determinado al 

momento de realizarse la supuesta reunión en casa de mi representado y que por tanto NO 

PODÍA SER instigado, que resulta ilícito que se le hubiera condenado como Instigador del 

Delito de Corrupción Agravada por Cohecho Impropio y que en su lugar y con fundamento 

en el elenco de hechos probados se dicte a su favor la sentencia ABSOLUTORIA que en 

derecho corresponde 
 

 

 

 

 CONCLUSIÓN. 
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Con lo expuesto, solicito al TRIBUNAL DE APELACIONES revocar ución 

recurrida, en cuyo caso  ordene la celebración de nuevos procedimientos en que se de 

cumplimiento a la norma procesal transgredida, caso de resultar evidente para el Tibunal 

la ausencia de elementos para sustentar en juicio la acusación en contra de mi 

representado dicte la sentencia ABSOLUTORIA que en Derecho corresponde. 

NOTIFICACIONES  fax 2225254. 

SOLICITO SE SEÑALE VISTA ORAL PARA INFORMAR, normas de 

oralidad vigentes y Código Procesal Penal. 

 

Pido resolver de conformidad. 

San José 10 de febrero del 2012. 

 

 

Carne 3104. 


